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México, Distrito Federal, a catorce de mayo de dos mil catorce. 

VISTOS, para resolver, los autos del expediente al rubro 

indicado, relativo al juicio para la protección de los derechos 

político-electorales del ciudadano promovido por Luis Alberto 

Zavala Díaz, a fin de controvertir la omisión de la 

Quincuagésima Novena Legislatura del Congreso del Estado de 

Coahuila de Zaragoza de realizar adecuaciones a la legislación 

electoral local, a fin de implementar las candidaturas 

independientes en dicha entidad federativa, en términos del 

artículo tercero transitorio del decreto publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el nueve de agosto de dos mil doce, por 

el que se reformaron y adicionaron diversas disposiciones de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
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R E S U L T A N D O : 

I. Antecedentes. De lo narrado por el enjuiciante en su escrito 

de demanda y de las constancias de autos, se desprende lo 

siguiente: 

1. Publicación de Decreto de reforma constitucional. El 

nueve de agosto de dos mil doce, se publicó en el Diario Oficial 

de la Federación el decreto emitido por la Comisión 

Permanente del Honorable Congreso de la Unión, por el que se 

reformaron y adicionaron diversas disposiciones de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia política. 

La reforma en comento impactó, entre otras disposiciones 

constitucionales, la prevista en la fracción II del artículo 35, 

relativa a las candidaturas independientes. 

El decreto en cita estableció en sus artículos transitorios lo 

siguiente: 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
 

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará 
en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO. El Congreso de la Unión 
deberá expedir la legislación para hacer cumplir lo 
dispuesto en el presente Decreto, a más tardar en un 
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año contando a partir de la entrada en vigor del 
mismo. 
 
ARTÍCULO TERCERO. Los Congresos de los 
Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 
deberán realizar las adecuaciones necesarias a su 
legislación secundaria, derivadas del presente Decreto 
en un plazo no mayor a un año, contado a partir de su 
entrada en vigor. 
 
ARTÍCULO CUARTO. Se derogan todas las 
disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

2. Proceso electoral local. El primero de noviembre de dos mil 

trece, inició el Proceso Electoral 2013-2014 para renovar los 

integrantes del Congreso del Estado de Coahuila.1 

3. Reforma a la Constitución del Estado de Coahuila de 

Zaragoza. El diecisiete de diciembre de dos mil trece, se 

publicó en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de 

Zaragoza el Decreto número 361 del Congreso de dicha entidad 

federativa, mediante el cual se adicionaron dos párrafos a la 

fracción primera del artículo 19 de la constitución política 

                                      
1 En esta elección se renovarán los cargos de dieciséis diputados electos según el 
principio de mayoría relativa, mediante el sistema de distritos electorales uninominales, y 
nueve que serán electos por el principio de representación proporcional, electos en una 
sola circunscripción estatal, en los términos de las disposiciones aplicables. 
  
La Jornada Electoral se celebrará el domingo seis de julio del año dos mil catorce, etapa 
en la cual los ciudadanos coahuilenses acudirán a las urnas para elegir los miembros del 
Congreso Local del Estado de Coahuila. 
  
Los miembros del Congreso Local electos tomarán posesión de sus cargos, el día 
primero de enero del año dos mil quince. 
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estatal, que regulan expresamente el derecho de los 

ciudadanos a solicitar el registro como candidatos a cargos de 

elección popular de manera independiente. 

En el artículo segundo transitorio del citado decreto, se otorgó 

al Congreso del Estado el deber de expedir la legislación 

secundaria necesaria para poder aplicar con certeza las 

candidaturas independientes. 

II. Juicio para la protección de los derechos político-

electorales del ciudadano. Luis Alberto Zavala Díaz promovió 

juicio para la protección de los derechos político-electorales del 

ciudadano, a fin de impugnar la omisión de la Quincuagésima 

Novena Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de 

Zaragoza, de realizar las adecuaciones necesarias en la 

normativa local, a fin de implementar las candidaturas 

independientes en la referida entidad federativa. Dicho medio 

de impugnación fue recibido en la Oficialía Mayor del citado 

órgano legislativo local. 

III. Turno a Ponencia. El Magistrado Presidente por Ministerio 

de Ley de esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación acordó integrar el expediente SUP-

JDC-357/2014, y turnarlo a la Ponencia de la Magistrada María 

del Carmen Alanis Figueroa, para los efectos previstos en el 

artículo 19 de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral, lo cual fue cumplimentado 
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mediante el oficio TEPJF-SGA-1771/14, signado por el 

Secretario General de Acuerdos de este órgano jurisdiccional. 

IV. Radicación, admisión y cierre de instrucción. En su 

oportunidad, la Magistrada Instructora acordó radicar el 

expediente SUP-JDC-357/2014 en la Ponencia a su cargo, 

admitir a trámite la demanda y declarar cerrada la fase de 

instrucción, por lo cual el asunto quedó en estado de dictar 

sentencia, y 

C O N S I D E R A N D O : 

PRIMERO. Jurisdicción y competencia. El Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación ejerce jurisdicción y esta 

Sala Superior es competente para conocer y resolver el medio 

de impugnación en que se actúa, con fundamento en lo previsto 

por los artículos 1°; 35, fracción II; 41; y 99, párrafos primero, 

segundo y cuarto, fracción V, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 184, 185, 186, fracción III, inciso c); 

y 189, fracciones I, inciso e); y 195, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, así como 3, párrafos 1, inciso 

a) y 2, inciso c); 79; 80, párrafo 1, inciso f), y 83, párrafo 1, 

inciso a), de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral, por tratarse de un juicio para 

la protección de los derechos político-electorales del ciudadano 

cuya materia no se encuentra prevista dentro de la competencia 

de las Salas Regionales de este Tribunal, al impugnarse una 
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supuesta omisión legislativa atribuida a la Quincuagésima 

Novena Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de 

Zaragoza, de realizar las adecuaciones necesarias en la 

normativa local, a fin de implementar las candidaturas 

independientes en la referida entidad federativa, no obstante 

haber transcurrido el plazo previsto para ese efecto en el 

artículo tercero transitorio del decreto publicado en el Diario 

Oficial de la Federación en agosto de dos mil doce, con lo cual, 

a decir del actor, se vulneran sus derechos de votar y ser 

votado como candidato independiente en el proceso electoral 

que se está desarrollando en la mencionada entidad federativa 

para renovar al Congreso local. 

Conforme a los preceptos citados, tanto la Sala Superior como 

las Salas Regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación tienen competencia para conocer y resolver el 

juicio para la protección de los derechos político-electorales del 

ciudadano en las hipótesis previstas por el legislador ordinario. 

Sin embargo, el legislador ordinario omitió prever a cuál de 

dichas Salas corresponde resolver sobre las impugnaciones en 

las que se aduzca violación a un derecho político-electoral, 

derivada de una omisión legislativa, por ende, a fin de dar 

eficacia al sistema integral de medios de impugnación en la 
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materia corresponde a esta Sala Superior conocer y resolver de 

dicha controversia.2 

Lo anterior se confirma a partir de lo dispuesto en el artículo 83 

de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral, que únicamente reconoce competencia a las 

Salas Regionales para conocer del juicio para la protección de 

los derechos político-electorales del ciudadano, cuando éste se 

promueva por violaciones al derecho de votar, de ser votado en 

las elecciones federales de diputados y senadores por el 

principio de mayoría relativa, en las elecciones de diputados 

locales y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 

ayuntamientos y titulares de los órganos político-administrativos 

en las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, de 

servidores públicos municipales integrantes del ayuntamiento y 

de aquellos electos por voto directo que no integren dicho 

ayuntamiento, así como respecto a la vulneración de derechos 

político-electorales al interior de los partidos políticos cuando se 

relacionen con las elecciones mencionadas o de órganos de 

dirección distintos a los nacionales. 

En tanto que, corresponde a la Sala Superior conocer y resolver 

las impugnaciones por violación a alguno de los derechos 

político-electorales, relacionadas con las elecciones de los 

cargos de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 
                                      

2 Resulta aplicable mutatis mutandis la tesis XXVI/2013 con rubro: COMPETENCIA. 
CORRESPONDE A LA SALA SUPERIOR CONOCER DEL JUICIO DE REVISIÓN 
CONSTITUCIONAL ELECTORAL CONTRA LA OMISIÓN LEGISLATIVA EN LA 
MATERIA. 
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Gobernadores, Jefe de Gobierno del Distrito Federal, diputados 

federales y senadores de representación proporcional, y 

dirigentes de los órganos nacionales de dichos institutos, así 

como en los conflictos internos de los partidos políticos cuyo 

conocimiento no corresponda a las Salas Regionales. 

Respecto de la materia de impugnación, es preciso aclarar que 

esta Sala Superior, como máxima autoridad en materia electoral 

encargada de salvaguardar la regularidad constitucional de los 

actos y omisiones vinculados con dicho ámbito, con excepción 

de lo previsto en el artículo 105, fracción II de la Constitución, 

es competente para conocer y resolver la presente controversia, 

relacionada con la posible afectación a un derecho político-

electoral concreto del actor. 

Lo anterior, considerando que el adecuado ejercicio de un 

control de constitucionalidad y convencionalidad en materia 

electoral supone conocer de todo acto u omisión que pueda 

vulnerar los derechos político-electorales de la ciudadanía, a 

efecto de cumplir plenamente con los deberes previstos en el 

artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, de respeto y garantía de los derechos humanos, así 

como de su protección más amplia. 

En consecuencia, dado que lo aducido en la demanda versa 

sobre la posible vulneración a un derecho político-electoral de 

un ciudadano a partir de un supuesto no previsto en la norma 
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adjetiva electoral federal, es esta Sala Superior quien tiene 

competencia para conocer y resolver sobre esa impugnación. 

Similar criterio sostuvo esta Sala Superior, al resolver el juicio 

para la protección de los derechos político-electorales del 

ciudadano SUP-JDC-1137/2013 y acumulado, y al emitir 

sendos acuerdos de competencia en los expedientes SUP-JDC-

247/2014 y SUP-JDC-248/2014. 

SEGUNDO. Causales de improcedencia. Previo al estudio del 

fondo de la litis planteada en el juicio al rubro identificado, se 

deben analizar y resolver las causales de improcedencia 

hechas valer por la autoridad responsable en su informe 

circunstanciado, por ser su examen preferente, de conformidad 

con lo previsto en los artículos 1 y 19, de la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, ya 

que atañe directamente a la procedibilidad de los medios de 

impugnación. 

 

a) Inconstitucionalidad del Código Electoral del Estado 

de Coahuila. 

 

La responsable aduce que el juicio que se resuelve es 

improcedente, toda vez que en su concepto, se actualiza la 

causal de improcedencia prevista en el artículo 10, párrafo 1, 

inciso a), de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral, consistente en que el 



SUP-JDC-357/2014 
 

10 
 

promovente pretende impugnar la no conformidad a la 

Constitución de una ley local, en concreto, del Código Electoral 

del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

 

La causal de improcedencia bajo estudio es infundada, con 

base en las consideraciones siguientes. 

 

La responsable considera que la omisión que se le atribuye 

constituye una “no conformidad negativa”. Para arribar a dicha 

conjetura, interpreta que si el actor se duele de la omisión de 

reformar la legislación local en los términos ordenados por la 

Constitución Federal, en realidad está planteando la no 

conformidad del código comicial local a la Carta Magna, lo que 

implicaría declarar la inconstitucionalidad en abstracto, y dicha 

facultad constitucionalmente está encomendada 

exclusivamente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Lo infundado del planteamiento formulado por la autoridad 

responsable estriba en el hecho de que, de un análisis 

minucioso del escrito de demanda, este órgano jurisdiccional no 

advierte en ninguno de los apartados que lo componen que Luis 

Alberto Zavala Díaz plantee expresamente la 

inconstitucionalidad de algún precepto normativo o que solicite 

su inaplicación al caso concreto, y tampoco se advierte que el 

promovente solicite a este órgano jurisdiccional que se declare 

la inconstitucionalidad en abstracto de ninguna ley local o 

federal. 
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Asimismo, de la lectura integral del ocurso de demanda, 

tampoco se advierte argumento, razonamiento o manifestación 

alguna que permita colegir que la pretensión del actor consiste 

en que se declare la inconstitucionalidad de alguna disposición 

normativa, por tanto, no existe base alguna para que este 

órgano jurisdiccional consienta el planteamiento hecho valer por 

la responsable. En el caso el demandante manifiesta su interés 

para votar y ser votado como candidato ciudadano, en la 

próxima jornada electoral a celebrarse en la entidad federativa, 

por lo cual aduce una afectación concreta. 

 

b) Falta de interés jurídico 

 

En concepto de la responsable, en el caso se actualiza la 

causal de improcedencia prevista en el numeral 10, párrafo 1, 

inciso b) de la ley adjetiva electoral federal, toda vez que, 

suponiendo sin conceder, que existiera la omisión que se 

reclama, lo cierto es que no se afecta el interés jurídico del 

actor, fundamentalmente, porque no existe constancia alguna 

que demuestre que el quejoso haya solicitado a la autoridad 

administrativa electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza su 

registro como candidato independiente y éste le hubiera sido 

negado. 

 

Esta causal de improcedencia también resulta infundada. 
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Ha sido criterio reiterado de la Sala Superior, que el interés 

jurídico se surte cuando en la demanda se alega la vulneración 

de algún derecho sustancial de la persona que promueve el 

medio de impugnación, y a la vez se argumenta que la 

intervención del órgano jurisdiccional competente es necesaria 

y útil para lograr la reparación de esa conculcación, mediante la 

formulación de algún planteamiento tendente a obtener el 

dictado de una sentencia que tenga como efecto revocar o 

modificar la materia de impugnación y, en consecuencia, se 

pueda producir la restitución, al demandante, en el goce del 

pretendido derecho político-electoral violado.  

 

También se ha sostenido, que para tener por satisfecho el 

citado requisito de procedibilidad, basta que el promovente 

alegue la violación a alguno de sus derechos político-

electorales, y que la acreditación o no de la violación alegada, 

corresponde al estudio del fondo de la controversia planteada. 

 

Dicho criterio está previsto en la jurisprudencia 7/2002, de 

rubro: INTERÉS JURÍDICO DIRECTO PARA PROMOVER 

MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. REQUISITOS PARA SU 

SURTIMIENTO.3 

 

Sentado lo anterior, es dable concluir que, en principio, para el 

conocimiento del fondo de la controversia planteada es 

                                      
3 Consultable a fojas 398 y 399, de la Compilación 1997-2013, Jurisprudencia y tesis en 
materia electoral, Tomo Jurisprudencia, Volumen 1, del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación. 
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necesario que quien promueve el juicio aporte elementos que 

hagan suponer que es el titular del derecho subjetivo afectado 

por el acto, resolución u omisión de la autoridad señalada como 

responsable y que la afectación que resiente en sus derechos 

es actual y directa, pues para que se surta el interés jurídico del 

actor es necesaria una afectación en su esfera de derechos, 

pues sólo de esa forma se lograría reparar la conculcación del 

derecho sustancial del que aduce ser titular. 

 

En el caso, el actor alega que la omisión del Congreso del 

Estado de Coahuila de Zaragoza, de legislar para realizar las 

adecuaciones respectivas a la legislación local para regular las 

candidaturas independientes en los términos señalados en el 

artículo tercero transitorio del Decreto publicado en el Diario 

Oficial de la Federación, el nueve de agosto de dos mil doce, le 

genera una afectación a sus derechos político-electorales de 

votar y de ser votado, en virtud de que pretende postularse 

como candidato independiente en el proceso electoral que está 

en curso en la citada entidad federativa; empero, no existen los 

mecanismos legales necesarios que den certeza para el 

ejercicio pleno de los derechos en comento. 

 

En efecto, en su escrito de demanda, el actor manifiesta 

expresa y reiteradamente, su voluntad clara e inequívoca de: 1. 

Votar por candidatos independientes; y 2. Postularse como 

candidato independiente en el proceso electoral que se está 

desarrollando en el Estado de Coahuila de Zaragoza para 



SUP-JDC-357/2014 
 

14 
 

renovar el Congreso de esa entidad federativa. Como se 

observa, el promovente expresa su pretensión de ejercer sus 

derechos político-electorales de votar y de ser votado, en la 

modalidad de candidatura independiente (reconocido en la 

fracción II del artículo 35 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos), y aduce la vulneración a esos 

derechos, sobre la base de que la omisión del Congreso local 

de emitir la legislación secundaria en la materia, lo deja en 

estado de indefensión porque desconoce las reglas, 

procedimientos y requisitos que debe seguir para poder 

ejercerlos plenamente. 

 

Sobre esa base, este órgano jurisdiccional considera que el 

actor aporta los elementos suficientes que hacen suponer que 

es el titular de los derechos subjetivos que considera afectados 

por la omisión en que ha incurrido el Congreso del Estado de 

Coahuila de Zaragoza, y que la posible afectación a sus 

derechos político-electorales de votar y ser votado es actual y 

directa, pues la omisión de emitir la regulación en la normativa 

electoral local, en torno a las candidaturas independientes 

genera incertidumbre, en virtud de que, en términos del artículo 

133 del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, 

el proceso electoral ordinario inicia en noviembre del año previo 

al de la elección (el proceso electoral 2013-2014 para renovar 

los integrantes del Congreso del Estado de Coahuila inició el 

uno de noviembre de dos mil trece), y a la fecha se desconocen 

los requisitos y condiciones necesarios para contender como 
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candidato independiente, lo cual puede implicar una afectación 

a sus derechos-político electorales de votar y ser votado, así 

como al principio de certeza, aspecto que, en concepto esta 

Sala Superior debe determinarse al estudiar el fondo de la 

controversia planteada. 

 

c) Irreparabilidad 

 

La Quincuagésima Novena Legislatura del Congreso del Estado 

de Coahuila de Zaragoza considera que el juicio en que se 

actúa es improcedente, en virtud de que existe irreparabilidad 

jurídica manifiesta para restituir al actor en sus derechos, en 

caso de asistirle la razón. 

 

La responsable sustenta su planteamiento en el artículo 105, 

fracción II, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos que dispone que las leyes 

electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse 

por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso 

electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo no podrá 

haber modificaciones legales fundamentales. 

 

Sobre esa base, la autoridad responsable aduce que como el 

proceso electoral ordinario en el Estado de Coahuila de 

Zaragoza inició el primero de noviembre de dos mil trece, aun y 

cuando resultaran fundados los agravios hechos valer por el 
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promovente, lo cierto es que no se podría legislar por existir una 

prohibición expresa en la constitución. 

 

Debe desestimarse la causal de improcedencia invocada, en 

razón de que el actor formula diversos agravios tendentes a 

lograr que este órgano jurisdiccional ordene al Congreso del 

Estado de Coahuila de Zaragoza que realice las adecuaciones 

necesarias a la normativa local, a efecto de implementar las 

candidaturas independientes; por tanto, dilucidar en este 

apartado de procedencia del medio de impugnación, si es viable 

o no ordenar a la responsable que realice los cambios 

normativos apuntados, podría mermar potencialmente la 

posibilidad de discernir si existe o no la omisión que se reclama 

al Congreso de la citada entidad federativa, incurriéndose en un 

vicio de petición de principio. 

 

Sobre el particular, resulta orientadora la jurisprudencia 

135/2001, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación cuyo rubro y texto señalan:  

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE 
HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL 
ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ 
DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del 
juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de 
lo que se desprende que si se hace valer una en la 
que se involucre una argumentación íntimamente 
relacionada con el fondo del negocio, debe 
desestimarse. 
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TERCERO. Requisitos de la demanda, de procedencia y 

presupuestos procesales. El medio de impugnación en 

estudio reúne los requisitos de forma, de procedencia y los 

presupuestos procesales previstos en los artículos 7, 8, 9, 

párrafo 1, 13, fracción III, inciso b), 79, párrafo 1 y 80 párrafo 1, 

inciso f), de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral, como se explica a 

continuación. 

 

- Requisitos de forma. La demanda se presentó por escrito, 

haciéndose constar el nombre del actor y su firma autógrafa, así 

como el domicilio para recibir notificaciones y las personas 

autorizadas para tales efectos; se identifica la omisión que se 

impugna y la autoridad responsable del mismo; se mencionan 

los hechos en que se basa la impugnación y los agravios. Por lo 

tanto, se cumple con los requisitos previstos en el artículo 9, 

párrafo 1 de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral. 

 

- Oportunidad. El medio de impugnación satisface el requisito 

en comento, porque la omisión que se reclama es de tracto 

sucesivo, por lo que no ha dejado de actualizarse. En efecto, el 

enjuiciante promueve el juicio que se resuelve, para controvertir 

la omisión de la Quincuagésima Novena Legislatura del 

Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, de realizar 

adecuaciones a la legislación electoral local, a fin de 

implementar las candidaturas independientes en dicha entidad 
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federativa, en términos del artículo tercero transitorio del 

decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el nueve 

de agosto de dos mil doce. 

 

En ese estado de cosas, como la omisión reclamada se surte 

de momento a momento, el plazo de cuatro días a que alude el 

artículo 8, párrafo 1 de la Ley General del Sistema de Medios 

de Impugnación en Materia Electoral, se mantiene en 

permanente actualización.  

 

En este sentido, toda vez que el plazo para presentar la 

demanda no puede considerarse vencido, la promoción del 

juicio para la protección de los derechos político-electorales del 

ciudadano en que se actúa es oportuna.  

 

El criterio de referencia está contenido en la Jurisprudencia 

15/2011, de rubro: PLAZO PARA PRESENTAR UN MEDIO DE 

IMPUGNACIÓN, TRATÁNDOSE DE OMISIONES.4 

 

- Legitimación. El juicio se promovió por parte legítima, pues 

de acuerdo con los artículos 79, párrafo 1, en relación con el 80, 

párrafo 1, inciso f), de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral, corresponde instaurarlo a los 

ciudadanos, entre otros supuestos, cuando consideren que un 

                                      
4 Consultable a fojas 520 y 521, de la Compilación 1997-2013, Jurisprudencia y tesis en 
materia electoral, Tomo Jurisprudencia, Volumen 1, del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación. 
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acto o resolución de la autoridad es violatorio de sus derechos 

político-electorales. 

 

En el caso concreto, el medio de impugnación es promovido por 

un ciudadano que pretende hacer valer presuntas violaciones a 

sus derechos político-electorales a votar y ser votado como 

candidato independiente, como consecuencia de la omisión del 

legislador ordinario en el Estado de Coahuila de Zaragoza, de 

regular las candidaturas ciudadanas o independientes, 

elementos que, para efectos de la procedencia del juicio, son 

suficientes para tener por satisfecho el requisito en estudio, 

pues evidencian que el actor es la persona que conforme a la 

Ley puede formular las pretensiones hechas valer en el 

proceso, en virtud de que manifiesta expresamente su intención 

de participar en el proceso electoral que actualmente se 

desarrolla en el Estado de Coahuila de Zaragoza como 

candidato independiente. 

 

Además, el incoante aduce en su escrito de demanda que la 

omisión legislativa en la materia, lo deja en estado de 

indefensión, pues esa situación le impide conocer las reglas 

que aplicarán antes y durante el desarrollo del proceso electoral 

local, en materia de candidaturas independientes, para poder 

votar y ser votado en esa modalidad, como lo prevé la 

Constitución Federal. 
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Por lo tanto, resulta inconcuso que quien promueve tiene 

legitimación para instaurar el juicio para la protección de los 

derechos político-electorales del ciudadano que se resuelve. 

 

- Interés jurídico. Esta Sala Superior considera que el 

enjuiciante cuenta con interés jurídico para promover el medio 

de impugnación en que se actúa, con base en las 

consideraciones expuestas en el Considerando Segundo de 

esta ejecutoria, que sirvieron de base para desestimar la causal 

de improcedencia respectiva, hecha valer por la autoridad 

responsable. 

 

- Definitividad. Este requisito es exigible a todos los medios de 

impugnación que se instauran ante esta Sala Superior, en virtud 

de lo establecido en los artículos 99, párrafo cuarto, fracción IV, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 

88, párrafo 3, de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral. 

 

En dichos numerales se establece que, para la procedencia de 

los diversos medios de impugnación en la materia, es 

indispensable agotar las instancias previas establecidas en la 

ley o en la normativa partidista, para combatir los actos o 

resoluciones impugnados, en virtud de las cuales estos últimos 

puedan ser modificados, revocados o anulados. 
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En el caso concreto, el acto impugnado es definitivo y firme, 

toda vez que en contra de la omisión que se reclama, conforme 

a la legislación del Estado de Coahuila de Zaragoza, no existe 

medio de impugnación alguno que deba ser agotado antes de 

acudir a esta instancia jurisdiccional federal. 

 

En este orden de ideas, al no advertirse la actualización de 

alguna causal de improcedencia, lo conducente es realizar el 

estudio de fondo de la controversia planteada. 

 

CUARTO. Fijación de la litis y metodología. En esencia, el 

ciudadano enjuiciante aduce que la Quincuagésima Novena 

Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza 

transgrede sus derechos político-electorales de votar por 

candidatos independientes y de ser votado como candidato 

independiente en el proceso electoral que actualmente se 

desarrolla en la citada entidad federativa para renovar los 

integrantes del Congreso local. 

Sobre este aspecto, el actor aduce que la referida Legislatura 

ha sido omisa en realizar las adecuaciones necesarias a la 

Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y a la 

legislación secundaria, para implementar las candidaturas 

independientes en dicha entidad federativa, a pesar de estar 

compelida a hacerlo, en términos del artículo tercero transitorio 

del decreto por el que se reformaron y adicionaron diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos en materia electoral, publicado en el Diario Oficial de 

la Federación el nueve de agosto de dos mil doce. 

En ese contexto, la pretensión central del actor consiste en que 

la autoridad responsable legisle en materia de candidaturas 

independientes, para estar en aptitud de ejercer sus derechos 

de votar por candidatos independientes y de ser votado como 

candidato independiente en el proceso electoral que está en 

curso en el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

La causa de pedir la hace consistir, en que, la omisión en que 

ha incurrido la responsable lo deja en estado de indefensión, 

porque al no existir los mecanismos legales adecuados e 

idóneos que fijen los requisitos, condiciones y términos que son 

necesarios para que un ciudadano se pueda postular por la vía 

ciudadana o independiente, está imposibilitado para ejercer sus 

derechos de votar por candidatos independientes y de ser 

votado en esa modalidad, previstos en la Constitución Federal. 

En este orden de ideas, este órgano jurisdiccional considera 

que la litis en el asunto que se resuelve, se hace consistir en 

definir si la omisión de la legislatura local de emitir regulación en 

materia de candidaturas independientes en el Estado de 

Coahuila de Zaragoza transgrede los derechos político-

electorales de votar por candidatos independientes y de ser 

votado como candidato independiente del actor. 
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Sentado lo anterior, a efecto de dar mayor claridad a la 

presente resolución, se considera conveniente precisar de 

manera breve la metodología de análisis de la controversia. 

Primeramente, se expondrá y analizará la regulación del 

derecho a ser votado en la modalidad de candidato 

independiente en el orden jurídico nacional vigente, así como el 

deber de legislar y de configuración legal que, en la materia, se 

impuso a los Congresos de los Estados y a la Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal, a efecto de determinar si la 

responsable incurrió en las omisiones que se le imputan. 

Posteriormente, en caso de ser necesario, se formularán 

consideraciones y fundamentos, para determinar si la omisión 

del Congreso local de emitir la regulación normativa en materia 

de candidaturas independientes, en el caso, en el Estado de 

Coahuila de Zaragoza, constituye una razón válida y suficiente 

para consentir que, por ese solo hecho, los ciudadanos 

coahuilenses queden imposibilitados para ejercer sus derechos 

fundamentales de votar por candidatos independientes y para 

postularse como uno de ellos para contender por un cargo de 

elección popular. 

Finalmente, se procederá a determinar si, con los hechos 

acreditados, es factible tener por demostrado que existe o no 

una vulneración al ejercicio de los derechos de voto activo y 

pasivo, en la modalidad de candidaturas independientes, del 

ciudadano enjuiciante. 
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QUINTO. Estudio de fondo. Por razón de método los 

conceptos de agravio expresados por el promovente serán 

analizados en conjunto, sin que tal examen le genere agravio 

alguno. 

El criterio mencionado ha sido reiteradamente sustentado por 

esta Sala Superior, lo cual dio origen a la Jurisprudencia 

4/2000, de rubro: AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O 

SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN.5 

En principio, este órgano jurisdiccional considera oportuno tener 

presente el marco normativo tanto federal como local, si es el 

caso, que regula las candidaturas independientes, para exponer 

cómo ha impactado en el caso concreto. 

A partir de la reforma constitucional publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el nueve de agosto de dos mil doce, el 

derecho a ser votado previsto en la fracción II del artículo 35 

constitucional, incluye la posibilidad de participar como 

contendiente en los comicios bajo la figura de candidatura 

independiente.  

Con ello, el Poder Reformador de la Constitución estableció 

como uno de los derechos humanos reconocidos a nivel 

constitucional el derecho de los ciudadanos al voto pasivo, en 

congruencia con lo dispuesto por los tratados internacionales 

                                      
5 Consultable a foja 125 de la Compilación 1997-2013, Jurisprudencia y tesis en materia 
electoral, Tomo Jurisprudencia, Volumen 1, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación. 
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suscritos por el Estado mexicano, particularmente el artículo 23 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.6 

El decreto en comento, en lo que al caso interesa, es del tenor 

siguiente: 

DECRETO 
 

"LA COMISIÓN PERMANENTE DEL HONORABLE 
CONGRESO DE LA UNIÓN, EN USO DE LA 
FACULTAD QUE LE CONFIERE EL ARTÍCULO 135 
CONSTITUCIONAL Y PREVIA LA APROBACIÓN DE 
LAS CÁMARAS DE DIPUTADOS Y DE SENADORES 
DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, ASÍ COMO LA MAYORÍA DE 
LAS LEGISLATURAS DE LOS ESTADOS, 
 

DECLARA 
 
SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 
MATERIA POLÍTICA. 
 
ARTÍCULO ÚNICO.- SE REFORMAN: el párrafo 

primero y la fracción II del artículo 35; la fracción III del 
artículo 36; el párrafo segundo del artículo 71; la 
fracción XXVI del artículo 73; el párrafo cuarto de la 
fracción VI del artículo 74; la fracción II del artículo 76; 
las fracciones IV, VI y VII del artículo 78; el artículo 83; 
los párrafos primero, segundo y tercero (que pasan a 

                                      
6 Artículo 23.1, inciso b Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 
oportunidades: b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas 
por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la 
voluntad de los electores, […] 
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ser cuarto y quinto) del artículo 84; los párrafos 
primero, segundo y tercero del artículo 85; las 
fracciones II, III y IV del artículo 89; y la fracción III de 
la Base Primera del Apartado C del artículo 122; SE 
ADICIONAN: las fracciones VI, VII y VIII al artículo 35; 
una fracción IV y un tercer y cuarto párrafos al artículo 
71; una fracción XXIX-Q al artículo 73; los párrafos 
segundo y tercero, recorriéndose en su orden los 
subsecuentes y un último párrafo al artículo 84; un 
segundo y tercer párrafos al artículo 87; un octavo 
párrafo a la fracción II del artículo 116; un inciso o), 
recorriéndose en su orden el subsecuente a la 
fracción V de la Base Primera del Apartado C del 
artículo 122, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de Reforma Política, 
para quedar como sigue: 
 
Artículo 35. Son derechos del ciudadano: 
 
I. (...) 
 
II. Poder ser votado para todos los cargos de 

elección popular, teniendo las calidades que 
establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de 
candidatos ante la autoridad electoral corresponde a 
los partidos políticos así como a los ciudadanos que 
soliciten su registro de manera independiente y 
cumplan con los requisitos, condiciones y términos 
que determine la legislación; 
 
(…) 

Como se observa, si bien el Poder revisor de la Constitución 

reguló de manera expresa la figura de las candidaturas 

independientes o ciudadanas, garantizando de esta forma el 

derecho a ser votado de las ciudadanas y los ciudadanos 

mexicanos; dicho poder determinó que los requisitos, 
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condiciones y términos que tienen que cumplir quienes deseen 

postularse como candidatos independientes se establecerían en 

la legislación secundaria. Esta situación implica que el derecho 

político-electoral en estudio constituye un derecho humano de 

base constitucional y configuración legal. 

Ahora bien, en el mismo decreto se establecieron los artículos 

transitorios siguientes: 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
 

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará 
en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 

ARTICULO SEGUNDO. El Congreso de la Unión 
deberá expedir la legislación para hacer cumplir lo 
dispuesto en el presente Decreto, a más tardar en un 
año contando a partir de la entrada en vigor del 
mismo. 
 

ARTÍCULO TERCERO. Los Congresos de los 
Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 
deberán realizar las adecuaciones necesarias a su 
legislación secundaria, derivadas del presente Decreto 
en un plazo no mayor a un año, contado a partir de su 
entrada en vigor. 
 

ARTÍCULO CUARTO. Se derogan todas las 
disposiciones que se opongan al presente Decreto.  

Como resultado de la forma en que legisló el referido poder al 

constitucionalizar la figura de las candidaturas independientes, 

las legislaturas locales deberían regular los requisitos, 
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condiciones y términos sobre los cuales se desarrollarían 

dichas candidaturas en cada una de las entidades federativas, 

en un plazo no mayor a un año contado a partir de la entrada en 

vigor del decreto respectivo; sin embargo, no fijó norma alguna 

que sirviera de base para la regulación de estas candidaturas, 

ni para armonizarlas con las demás disposiciones 

constitucionales en materia electoral, especialmente las 

relativas a los derechos, prerrogativas y obligaciones que tienen 

constitucionalmente determinados los partidos políticos.  

Conforme con lo anterior, si la reforma constitucional se publicó 

el nueve de agosto de dos mil doce, atento a lo dispuesto en el 

artículo primero transitorio, el Decreto entró en vigor al día 

siguiente de su publicación, en consecuencia, el plazo de un 

año a partir de la entrada en vigor del Decreto comenzó el diez 

de agosto de dos mil doce, y concluyó el nueve de agosto de 

dos mil trece. 

El establecimiento de un plazo cierto para emitir una legislación 

secundaria por parte del propio órgano reformador, evidencia la 

importancia que implica la expedición de la normativa que 

permita el ejercicio pleno de este derecho fundamental. 

El veintidós de octubre de dos mil trece, el Congreso del Estado 

de Coahuila de Zaragoza aprobó y expidió el Decreto número 

361, el cual se publicó en el Periódico Oficial del Estado el 

diecisiete de diciembre siguiente en los términos siguientes: 
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QUE EL CONGRESO DEL ESTADO 
INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA; 
 
DECRETA: 
 
NÚMERO 361.- 
 
ARTÍCULO ÚNICO.-Se adicionan dos párrafos a la 
fracción primera del artículo 19 de la Constitución 
Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para 
quedar como sigue: 
 
Artículo 19.- Son derechos de los ciudadanos 
coahuilenses: 
 
I. Votar y ser electos para los empleos y cargos 

públicos en la forma y términos que prescriban las 
leyes. 
 
El derecho de solicitar el registro de candidatos a 
cargos de elección popular ante la autoridad 
electoral corresponde a los partidos políticos así 
como a los ciudadanos que soliciten su registro de 
manera independiente y cumplan con los requisitos, 
condiciones y términos que determine tanto esta 
Constitución, como la legislación electoral del 
Estado. 
 
Las candidaturas independientes se sujetarán a los 
requisitos, condiciones y términos que determine 
esta Constitución, la legislación electoral del Estado 
y los acuerdos de las autoridades electorales, en 
especial para garantizar la transparencia, legalidad 
y fiscalización en el origen y ejercicio de los 
recursos. En todo caso, las disposiciones relativas a 
los partidos políticos, en los procesos electorales, 
serán aplicables a las candidaturas independientes 
con las modalidades específicas que la ley señale. 
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… 
 
II. a IV… 

 
T R A N S I T O R I O S 

 
ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará 
en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado de Coahuila de 
Zaragoza. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- El Congreso del Estado 
Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de 
Zaragoza deberá expedir la legislación secundaria 
que resulte necesaria para poder aplicar con 
certeza las candidaturas independientes. El Instituto 
Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila 
expedirá los acuerdos que hagan posible el ejercicio 
de los derechos de las candidaturas 
independientes, conforme a la legislación 
secundaria que haga exigible este derecho humano 
de contenido y de desarrollo legal. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Se derogan todas las 
disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

De la trascripción que antecede, se desprende con claridad en 

el estado de Coahuila de Zaragoza se emitió un decreto para 

adecuar la constitución local, en el sentido de reconocer 

expresamente el derecho de los ciudadanos coahuilenses a 

solicitar el registro como candidatos a cargos de elección 

popular de manera independiente y en las disposiciones 

transitorias de dicho decreto se impuso el deber de expedir la 

legislación secundaria que resulte necesaria para poder aplicar 

con certeza las candidaturas independientes.  
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Posteriormente con fecha veintisiete de diciembre de dos mil 

trece se publicó en el Diario Oficial de la Federación una 

reforma al artículo 116 de la Constitución General de la 

República en la que para hacerlo acorde al diverso 35 se 

suprimió la facultad exclusiva de los partidos políticos para 

postular candidatos a cargos de elección popular. No obstante 

ello es preciso dejar sentado que desde la primera reforma ya 

se encontraba previsto el derecho de los ciudadanos para 

participar en forma independiente a los partidos políticos. 

Por otra parte, resulta oportuno tener presente que el diez de 

febrero del año en curso se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación un diverso decreto por el que se reforman, 

adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia político-

electoral, el cual estableció directivas y términos específicos 

que inciden en la materia del presente asunto, en tanto que 

dicho Decreto refiere algunos aspectos específicos 

relacionados con el derecho a ser votado en la modalidad de 

candidatura independiente, mientras que el Decreto de dos mil 

doce reconoció a los ciudadanos el derecho a la postulación 

independiente e impuso al legislador el deber especial de 

establecer los requisitos, calidades, condiciones y términos para 

su ejercicio. 
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Al respecto, el Decreto publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el pasado diez de febrero, en lo que al caso 

interesa, refiere lo siguiente: 

Artículo 41. [...] 

[...] 

III. Los partidos políticos nacionales tendrán derecho 
al uso de manera permanente de los medios de 
comunicación social. Los candidatos independientes 
tendrán derecho de acceso a prerrogativas para las 
campañas electorales en los términos que establezca 
la ley. 

Apartado A. El Instituto Nacional Electoral será 
autoridad única para la administración del tiempo que 
corresponda al Estado en radio y televisión destinado 
a sus propios fines y al ejercicio del derecho de los 
partidos políticos nacionales, de acuerdo con lo 
siguiente y a lo que establezcan las leyes: 

[…] 

c) Durante las campañas electorales deberá 
destinarse para cubrir el derecho de los partidos 
políticos y los candidatos al menos el ochenta y cinco 
por ciento del tiempo total disponible a que se refiere 
el inciso a) de este apartado; 

[…] 

e) El tiempo establecido como derecho de los partidos 
políticos y, en su caso, de los candidatos 
independientes, se distribuirá entre los mismos 
conforme a lo siguiente: el setenta por ciento será 
distribuido entre los partidos políticos de acuerdo a los 
resultados de la elección para diputados federales 
inmediata anterior y el treinta por ciento restante será 
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dividido en partes iguales, de las cuales, hasta una de 
ellas podrá ser asignada a los candidatos 
independientes en su conjunto; 

[…] 

Los partidos políticos y los candidatos en ningún 
momento podrán contratar o adquirir, por sí o por 
terceras personas, tiempos en cualquier modalidad de 
radio y televisión. 

[…] 

Apartado B. Para fines electorales en las entidades 
federativas, el Instituto Nacional Electoral administrará 
los tiempos que correspondan al Estado en radio y 
televisión en las estaciones y canales de cobertura en 
la entidad de que se trate, conforme a lo siguiente y a 
lo que determine la ley: 

[…] 

c) La distribución de los tiempos entre los partidos 
políticos, incluyendo a los de registro local, y los 
candidatos independientes se realizará de acuerdo 
con los criterios señalados en el apartado A de esta 
base y lo que determine la legislación aplicable. 

Cuando a juicio del Instituto Nacional Electoral el 
tiempo total en radio y televisión a que se refieren este 
apartado y el anterior fuese insuficiente para sus 
propios fines, los de otras autoridades electorales o 
para los candidatos independientes, determinará lo 
conducente para cubrir el tiempo faltante, conforme a 
las facultades que la ley le confiera. 

Apartado C. En la propaganda política o electoral que 
difundan los partidos y candidatos deberán 
abstenerse de expresiones que calumnien a las 
personas. 

[...] 



SUP-JDC-357/2014 
 

34 
 

Apartado D. El Instituto Nacional Electoral, mediante 
procedimientos expeditos en los términos de la ley, 
investigará las infracciones a lo dispuesto en esta 
base e integrará el expediente para someterlo al 
conocimiento y resolución del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación. En el procedimiento, 
el Instituto podrá imponer, entre otras medidas 
cautelares, la orden de suspender o cancelar de 
manera inmediata las transmisiones en radio y 
televisión, de conformidad con lo que disponga la ley. 

IV. La ley establecerá los requisitos y las formas de 
realización de los procesos de selección y postulación 
de candidatos a cargos de elección popular, así como 
las reglas para las precampañas y las campañas 
electorales. 

[...] 

Artículo 73. [...] 

[…] 

XXI. [...] 

a) Las leyes generales en materias de secuestro, trata 
de personas y delitos electorales, que establezcan 
como mínimo, los tipos penales y sus sanciones. 

[…] 

XXIX-U. Para expedir las leyes generales que 
distribuyan competencias entre la Federación y las 
entidades federativas en materias de partidos 
políticos; organismos electorales, y procesos 
electorales, conforme a las bases previstas en esta 
Constitución. 

[…] 

“Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, 
para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y 
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no podrán reunirse dos o más de estos poderes en 
una sola persona o corporación, ni depositarse el 
legislativo en un solo individuo. 

Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la 
Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las 
siguientes normas: 

…… 
IV.  De conformidad con las bases establecidas en esta 

Constitución y las leyes generales en la materia, las 
Constituciones y leyes de los Estados en materia 
electoral, garantizarán que: 

…….. 
 
k) Se regule el régimen aplicable a la postulación, 

registro, derechos y obligaciones de los candidatos 
independientes, garantizando su derecho al 
financiamiento público y al acceso a la radio y la 
televisión en los términos establecidos en esta 
Constitución y en las leyes correspondientes; 

….. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al 
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación, sin perjuicio de lo dispuesto en los 
transitorios siguientes. 

SEGUNDO.- El Congreso de la Unión deberá expedir 
las normas previstas en el inciso a) de la fracción XXI, 
y en la fracción XXIX-U del artículo 73 de esta 
Constitución, a más tardar el 30 de abril de 2014. 
Dichas normas establecerán, al menos, lo siguiente: 

I. La ley general que regule los partidos políticos 
nacionales y locales: 

a) Las normas, plazos y requisitos para su registro 
legal y su intervención en los procesos electorales 
federales y locales; 
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[…] 

g) Un sistema de fiscalización sobre el origen y 
destino de los recursos con los que cuenten los 
partidos políticos, las coaliciones y los candidatos, 
que deberá contener: 

[…] 

3. Los mecanismos por los cuales los partidos 
políticos, las coaliciones y las candidaturas 
independientes deberán notificar al órgano de 
fiscalización del Instituto Nacional Electoral, la 
información sobre los contratos que celebren durante 
las campañas o los procesos electorales, incluyendo 
la de carácter financiero y la relativa al gasto y 
condiciones de ejecución de los instrumentos 
celebrados. Tales notificaciones deberán realizarse 
previamente a la entrega de los bienes o la prestación 
de los servicios de que se trate; 

[…] 

II. La ley general que regule los procedimientos 
electorales: 

[…] 

d) Los términos en que habrán de realizarse debates 
de carácter obligatorio entre candidatos, organizados 
por las autoridades electorales; y las reglas aplicables 
al ejercicio de la libertad de los medios de 
comunicación para organizar y difundir debates entre 
candidatos a cualquier cargo de elección popular. La 
negativa a participar de cualquiera de los candidatos 
en ningún caso será motivo para la cancelación o 
prohibición del debate respectivo. La realización o 
difusión de debates en radio y televisión, salvo prueba 
en contrario, no se considerará como contratación 
ilegal de tiempos o como propaganda encubierta; 
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e) Las modalidades y plazos de entrega de los 
materiales de propaganda electoral para efectos de su 
difusión en los tiempos de radio y televisión; 

[…] 

De todo lo previamente expuesto, este órgano jurisdiccional 

advierte que en el caso, el régimen de candidaturas 

independientes impacta de la siguiente forma: 

 Desde agosto de dos mil doce, el derecho a ser votado 

previsto en la fracción II del artículo 35 constitucional 

incluye la posibilidad de participar como contendiente en 

los comicios bajo la figura de candidatura independiente.  

 En el decreto de reforma constitucional en materia 

electoral publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

nueve de agosto de dos mil doce, el poder revisor de la 

constitución estableció que las legislaturas locales 

deberían regular los requisitos, condiciones y términos 

sobre los cuales se desarrollarían las candidaturas 

independientes en cada una de las entidades federativas, 

en un plazo no mayor a un año contado a partir de la 

entrada en vigor del decreto. 

 Dicho decreto no fijó norma alguna que sirviera de base 

para la regulación de estas candidaturas, ni para 

armonizarlas con las demás disposiciones 

constitucionales en materia electoral, especialmente las 

relativas a los derechos, prerrogativas y obligaciones que 
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tienen constitucionalmente determinados los partidos 

políticos.  

 El Decreto en comento entró en vigor al día siguiente de 

su publicación, en consecuencia, el plazo de un año a 

partir de la entrada en vigor del Decreto comenzó el diez 

de agosto de dos mil doce, y concluyó el nueve de agosto 

de dos mil trece. 

 El Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza emitió 

un Decreto para adecuar la Constitución local, en el 

sentido de reconocer expresamente el derecho de los 

ciudadanos coahuilenses a solicitar el registro como 

candidatos a cargos de elección popular de manera 

independiente.  

 El veintisiete de diciembre de dos mil trece, se publicó una 

reforma para hacer acorde el contenido del artículo 116 

constitucional al del diverso 35. 

 El diez de febrero del año en curso se publicó en el Diario 

Oficial de la Federación un diverso Decreto por el que se 

reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

en materia político-electoral, el cual, estableció directivas 

y términos específicos relacionados con el derecho a ser 

votado en la modalidad de candidatura independiente. 

En otro orden de ideas, resulta pertinente mencionar que al 

rendir su informe justificado, la responsable manifiesta que el 

veinte de noviembre de dos mil trece se presentó una iniciativa 
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suscrita por diversos diputados locales, con el objeto de 

modificar el código comicial local para regular las candidaturas 

independientes en dicha norma secundaria. 

Expone que se le dio primera lectura el veintiuno de noviembre 

siguiente, segunda lectura el inmediato veintiséis, y que en esa 

misma fecha se turnó a la Comisión de Gobernación, Puntos 

Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

Sobre el particular, esta Sala Superior considera que el solo 

hecho de que los partidos políticos o algunos de los diputados 

integrantes del congreso local presenten iniciativas y éstas se 

discutan, de ninguna manera puede suponer que se hubiere 

cumplido el mandato constitucional de legislar en la materia, 

pues los actos tendientes a legislar no pueden ser tomados 

como la propia emisión de una Ley. 

Con base en lo previamente expuesto, este órgano 

jurisdiccional considera que no le asiste la razón al promovente 

cuando aduce que la Quincuagésima Novena Legislatura del 

Congreso de Coahuila de Zaragoza ha sido omisa en realizar 

las adecuaciones necesarias a los diversos preceptos de la 

Constitución Política local, a fin de implementar las 

candidaturas independientes, en términos de lo dispuesto en el 

artículo tercero transitorio del decreto publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el nueve de agosto de dos mil doce, 

pues como ha sido evidenciado en párrafos anteriores, la 
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responsable realizó las adecuaciones pertinentes en la 

Constitución local, para reconocer expresamente el derecho de 

los ciudadanos a solicitar el registro como candidatos a cargos 

de elección popular de manera independiente, desde octubre 

de dos mil trece y las mismas se publicaron en el Periódico 

Oficial del Estado el diecisiete de diciembre de la referida 

anualidad. 

Ahora bien, de las constancias de autos y de lo manifestado por 

la responsable en su informe circunstanciado, se advierte que el 

Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza no ha expedido 

la legislación secundaria necesaria para regular con certeza las 

candidaturas independientes en la entidad, a efecto de dar 

cumplimiento tanto a lo prescrito en el artículo tercero transitorio 

del aludido decreto publicado en el Diario Oficial de la 

Federación en agosto de dos mil doce, como a lo ordenado en 

el artículo segundo transitorio del Decreto número 361 del 

congreso local, por el que se reformó la constitución local, 

provocando, consecuentemente, que el Instituto Electoral y de 

Participación Ciudadana de Coahuila no pueda reglamentar las 

disposiciones legales que permitan el ejercicio de los derechos 

de los candidatos independientes. 

Por tanto, asiste razón al actor cuando afirma que la 

Quincuagésima Novena Legislatura del Congreso del Estado de 

Coahuila de Zaragoza no ha realizado las adecuaciones 

necesarias al código electoral local, a efecto de implementar los 
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requisitos, condiciones y términos necesarios para hacer 

posible el ejercicio pleno de los derechos de las candidaturas 

independientes. 

En ese sentido, esta Sala superior arriba a la conclusión de que 

la omisión legislativa que permita hacer efectivo el derecho de 

los ciudadanos a participar en las contiendas electorales a 

través de candidaturas independientes, previsto en la 

Constitución Política de los Estados Unidos mexicanos, en 

manera alguna debe traducirse en una razón para hacer 

nugatorio el ejercicio del derecho ciudadano a contender en una 

elección mediante esa institución. 

Si bien es cierto que este órgano jurisdiccional ha sostenido que 

el contenido y alcance del derecho político-electoral a ser 

votado no es absoluto, sino que requiere de normativa emitida 

por el órgano competente, en la que se instrumenten las 

modalidades y condiciones para su ejercicio, también lo es que 

la omisión de la Legislatura local de emitir disposiciones 

jurídicas en que se regule el ejercicio de ese derecho, no es 

justificante para privar a los ciudadanos de su debido ejercicio.  

Al respecto, en términos de lo previsto en los artículos 35, 

fracción II; 41, segundo párrafo, bases I, II, III y IV, y 116, 

fracciones I, segundo párrafo, y IV, incisos f), g) y h), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 

desprende lo siguiente: 
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El derecho político-electoral del ciudadano a ser votado para 

todos los cargos de elección se encuentra establecido en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En efecto, en el artículo 35, fracción II, del propio ordenamiento 

constitucional se establece expresamente como prerrogativa de 

todo ciudadano: "Poder ser votado para todos los cargos de 

elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. 

El derecho de solicitar el registro de candidatos ante la 

autoridad electoral corresponde a los partidos políticos así 

como a los ciudadanos que soliciten su registro de manera 

independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y 

términos que determine la legislación;". 

Como puede observarse, el ejercicio del derecho político-

electoral del ciudadano a ser votado, ya sea a través de los 

partidos políticos o mediante candidatura independiente, 

requiere ser regulado o reglamentado a través de la normativa 

que al efecto emita la autoridad competente, la cual debe 

ajustarse a las bases previstas en la propia Constitución 

federal, respetando cabalmente el contenido esencial del 

sistema jurídico, armonizándolo con otros derechos 

fundamentales  (v. gr., el derecho de igualdad) y 

salvaguardando los principios, valores y fines constitucionales 

involucrados, como pueden ser, la democracia representativa y 

los principios de certeza y objetividad que deben regir el  

ejercicio de la función estatal de organizar las elecciones. 
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Es de reiterarse que la previsión constitucional de referencia, se 

encuentra vigente desde el diez de agosto de dos mil doce, en 

términos de lo previsto en el artículo primero transitorio del 

decreto por el que se reformaron y adicionaron diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

nueve de agosto de dos mil doce. 

En dicho artículo constitucional se reconoce, entre otras 

cuestiones, el derecho del ciudadano de solicitar ante la 

autoridad electoral su registro de manera independiente a los 

partidos políticos; siempre y cuando quien solicite el registro 

respectivo cumpla con los requisitos, condiciones y términos 

que determine la legislación, en el entendido de que, de 

conformidad con la propia norma constitucional, el derecho de 

solicitar el registro de candidatos ante la autoridad electoral 

corresponde también a los partidos políticos.  

En ese sentido, el derecho al sufragio pasivo es un derecho 

humano reconocido a los ciudadanos que requiere de normativa 

en la que se instrumenten las condiciones, modalidades y 

requisitos para su ejercicio, ya que es en la propia Constitución, 

donde se dispone expresamente que tiene que contar con 

desarrollo legislativo.  

Es de enfatizarse que el derecho humano a ser votado, también 

encuentra sustento jurídico tanto en el artículo 23, párrafo 1, 

inciso b), de la Convención Americana sobre Derechos 
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Humanos como en el artículo 25, primer párrafo, incisos b) y c), 

del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, y de 

manera orientadora los párrafos 2 y 3, del artículo 21 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos en los que se 

establece: 

Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
"Artículo 23. Derechos Políticos 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes 
derechos y oportunidades: 
… 
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas 
auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 
por voto secreto que garantice la libre expresión de la 
voluntad de los electores, y 
c) de tener acceso, en condiciones generales de 
igualdad, a las funciones públicas de su país. 
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los 
derechos y oportunidades a que se refiere el inciso 
anterior, exclusivamente por razones de edad, 
nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, 
capacidad civil o mental, o condena, por juez 
competente, en proceso penal." 
 
 
Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos. 
Artículo 25 
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las 
distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin 
restricciones indebidas, de los siguientes derechos y 
oportunidades: 
… 
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, 
auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 
por voto secreto que garantice la libre expresión de la 
voluntad de los electores;  
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c) Tener acceso, en condiciones generales de 
igualdad, a las funciones públicas de su país. 
 
Declaración Universal de los Derechos Humanos. 
Artículo 21 
1. Toda persona tiene derecho a participar en el 
gobierno de su país, directamente o por medio de 
representantes libremente escogidos. 
2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en 
condiciones de igualdad, a las funciones públicas de 
su país. 
3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad 
del poder público; esta voluntad se expresará 
mediante elecciones auténticas que habrán de 
celebrarse periódicamente, por sufragio universal e 
igual y por voto secreto u otro procedimiento 
equivalente que garantice la libertad del voto. 
  

Cabe señalar que, esta Sala Superior ya se ha pronunciado en 

el sentido de que la expresión "calidades que establezca la ley" 

alude a las circunstancias, condiciones, requisitos o términos 

establecido por el legislador para el ejercicio de los derechos de 

participación política por parte de los ciudadanos, en el 

entendido de que esas "calidades" o requisitos no deben ser 

necesariamente "inherentes al ser humano", sino que pueden 

incluir otras condiciones, siempre que sean proporcionales a su 

finalidad –obtener un cargo público de representación popular- 

y que sean razonables, por lo que su establecimiento en las 

leyes, debe atender a razones de interés general, lo que es 

compatible con el artículo 23 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos previamente transcrito. 
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En efecto, el derecho de todos los ciudadanos a solicitar ante la 

autoridad electoral su registro como candidato a un cargo 

público de elección popular de manera independiente a los 

partidos políticos, por disposición de la propia norma 

constitucional, se encuentra condicionado a que los titulares del 

mismo cumplan con los requisitos, condiciones y términos que 

se determine en la legislación.  

Lo anterior, en el entendido de que si bien es cierto que esta 

Sala Superior advierte que, al reformar el artículo 35, fracción II, 

de la Constitución Federal, se confirió al legislador ordinario una 

potestad de configuración legislativa relativamente amplia, al 

otorgarle un poder normativo para determinar los requisitos, 

condiciones y términos, esa libertad de configuración legislativa 

no puede ser en modo alguno arbitraria ni absoluta.  

En particular, el legislador ordinario se encuentra sujeto a 

respetar necesariamente el contenido esencial de ese derecho 

humano previsto constitucionalmente y, consecuentemente, las 

calidades, requisitos, condiciones y términos que se 

establezcan han de estar razonablemente armonizadas con 

otros derechos humanos y otros principios y bienes 

constitucionales de igual jerarquía, como el derecho de igualdad 

y, en particular, los principios rectores constitucionales en 

materia electoral establecidos en los artículos 41, párrafo 

segundo, fracción V, y 116, fracción IV, inciso b), de la 

Constitución General de la República.  
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En todo caso, tales calidades, requisitos, condiciones y 

términos deben establecerse en favor del bien común o del 

interés general; ya que, de proceder de otra manera, 

estableciendo requisitos, condiciones y términos irrazonables o 

desproporcionados o que afecten el núcleo esencial de ese 

derecho fundamental, se haría nugatorio el derecho humano de 

los ciudadanos a solicitar su registro de manera independiente 

a los partidos políticos para ser postulados a un cargo de 

elección popular.  

Por otra parte, este órgano jurisdiccional arriba a la conclusión 

de que la existencia de una previsión constitucional en la que se 

remite a la legislación secundaria los aspectos operativos e 

instrumentales para hacer efectivo el ejercicio de un derecho, 

conlleva un mandato a los órganos legislativos para que en el 

ámbito de sus competencias, procedan a emitir las 

disposiciones tendentes a otorgar certeza y seguridad jurídica a 

la ciudadanía sobre la manera en que debe ejercerse el 

derecho. 

En este orden de ideas, la existencia de una previsión 

constitucional que delega a los órganos legislativos 

competentes el establecimiento de las condiciones, términos, 

modalidades y requisitos para el puntual ejercicio de un derecho 

fundamental, genera una obligación ineludible al destinatario de 

la norma, en el caso, a los órganos legislativos de las entidades 

federativas, la cual adquiere mayor trascendencia, cuando es el 
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propio poder revisor de la constitución quien determina el plazo 

en que se debe cumplir con ese mandato. 

Ello es así, ya que al tratarse de una previsión constitucional 

que impone a los órganos legislativos la obligación específica y 

concreta de emitir las normas que permitan hacer efectivo el 

ejercicio de un derecho fundamental, se deposita en esas 

autoridades la atribución para que establezcan las condiciones, 

términos, modalidades y requisitos, con el objeto de que el 

ordenamiento constitucional adquiera auténtica eficacia 

normativa, pero siempre con plena concordancia y respeto 

irrestricto al derecho fundamental que debe hacerse operativo 

mediante la emisión de la normativa atinente. 

Así, el derecho fundamental a ser votado como candidato 

independiente, en todos los órdenes de gobierno, requiere la 

existencia de normas jurídicas en las que se prevean los 

supuestos para su ejercicio, así como las respectivas 

obligaciones que los ciudadanos adquieren, de modo que para 

hacer efectivo ese derecho los órganos legislativos cuentan con 

atribuciones para crear los sistemas o modelos por medio de 

los cuales se cumpla el fin, según sus propias realidades. 

De ahí que las condiciones para su ejercicio, atañen a 

circunstancias, requisitos o términos que el legislador fija para 

su ejercicio, siempre que sean razonables para su efectividad, 

procurando en todo caso que los sujetos que participen cuenten 
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con los mismos elementos, garantizando con ello, además del 

derecho fundamental, el principio de equidad en la contienda 

Ahora bien, el Estado Mexicano mediante Decreto de reforma a 

la Constitución Federal,  publicado en el Diario Oficial de la 

Federación de nueve de agosto de dos mil doce, ya optó por 

incluir en el sistema electoral mexicano el modelo de 

candidaturas independientes, por ello, el establecimiento de un 

derecho fundamental en el ordenamiento constitucional, como 

lo es el derecho a votar y ser votado en los procesos electorales 

con candidaturas independientes, debe garantizarse por así 

estar reconocido por el Estado Mexicano. 

Esta situación, impone al Estado la obligación de llevar a cabo 

todas las acciones tendentes a promoverlo, respetarlo, 

protegerlo y garantizarlo, en términos de lo dispuesto en el 

artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, lo cual se cumple, en principio, con la emisión de 

las disposiciones jurídicas en que se regulen los supuestos, 

condiciones, modalidades, y términos para su ejercicio, que, 

como ya se dijo, deben ser acordes con el principio de 

interdependencia con otros derechos humanos, así como 

congruentes con los principios y reglas constitucionales en la 

materia. 

En este sentido, la ausencia de normas secundarias tendentes 

a instrumentar el ejercicio de un derecho humano establecido 

en la constitución, implica, por una parte, el incumplimiento al 
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mandato del constituyente para legislar los aspectos 

instrumentales y operativos del derecho y por otra, la falta de 

observancia a la obligación del Estado mexicano de garantizar 

la existencia de condiciones para el ejercicio pleno de los 

derechos humanos. 

Por ello, el incumplimiento de un órgano legislativo de emitir la 

normativa tendente a regular las condiciones, modos, y 

términos para hacer efectivo un derecho fundamental, dentro 

del plazo señalado en el propio ordenamiento constitucional, se 

traduce en el incumplimiento a un mandato supremo, que en 

principio, puede implicar una violación al ordenamiento 

constitucional, pero que además genera una situación de hecho 

que podría hacer nugatorio el ejercicio de ese derecho, dada la 

omisión del órgano legislativo de emitir las disposiciones 

jurídicas que permitan a la ciudadanía tener certeza y seguridad 

jurídica para ejércelo plenamente, pero además, sin la 

existencia de razones que justifiquen esa privación de manera 

proporcional, idónea y mucho menos necesaria. 

Ello es así, porque el sistema jurídico debe ser analizado de 

manera integral, en el sentido que permita de la mejor manera 

posible, el ejercicio de los derechos humanos, lo que presupone 

una obligación solidaria de todos los órganos competentes del 

Estado para cumplir con las funciones que tengan 

encomendadas, y en particular aquellas que se relacionen con 

permitir el ejercicio pleno de los derechos humanos, los que, 

como ya se dijo, las autoridades se encuentran obligadas a 
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respetar, garantizar, y promover, en el ámbito de sus 

respectivas competencias. 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 

la sentencia de seis de agosto de dos mil ocho, en el Caso 

Castañeda Gutman vs. México, determinó que los Estados 

cuentan con la atribución de determinar en su sistema electoral, 

los modelos que permitan a la ciudadanía votar y ser votados 

en condiciones generales de equidad, ya sea mediante sistema 

de partidos, candidaturas independientes, o aquellos en los que 

coexistan ambas modalidades, pero además puntualizó que 

cualquiera que sea el sistema adoptado, debe estar 

acompañado de la normativa que permita el ejercicio pleno y 

eficaz del derecho. En el caso de México señaló que el sistema 

previsto que consistía en que únicamente se podían postular 

candidatos a cargos de elección popular por medio de partidos 

políticos era acorde con los tratados internacionales, pero que 

sí deberían de existir mecanismos para que los ciudadanos 

pudiesen acudir en defensa de sus derechos ante los órganos 

jurisdiccionales.  

Al respecto, como ya se dijo, el Estado Mexicano modificó su 

sitema electoral al incluir en el artículo 35 de la Constitución 

Política el derecho de ser postulado como candidato 

independiente. 

En este sentido, dado que en los Estados Unidos Mexicanos el 

poder revisor de la Constitución delegó en los órganos 
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legislativos federal y locales la atribución de emitir la normativa 

en que se instrumente el señalado derecho, y para ello le 

señaló un plazo perentorio, como se observa, en el artículo 

tercero transitorio de la supracitada reforma constitucional, en el 

que se estableció:  

"Artículo Tercero. Los Congresos de los Estados y la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal deberán 
realizar las adecuaciones necesarias a su legislación 
secundaria, derivadas del presente Decreto en un 
plazo no mayor a un año, contado a partir de su 
entrada en vigor." 

Como se desprende de la lectura del artículo transcrito, el poder 

revisor de la constitución estableció que los Congresos de los 

Estados deberán realizar las adecuaciones necesarias a su 

legislación secundaria, derivadas del propio decreto, en un 

plazo no mayor a un año, contado a partir de su entrada en 

vigor.  

Es preciso señalar que las disposiciones transitorias realizan, 

en principio, una función temporal o de tránsito y sirven para 

regular los procesos de cambio en un orden jurídico.  

En la especie, en la disposición transitoria referida, se 

estableció un mandato al legislador ordinario para realizar las 

adecuaciones necesarias a su legislación secundaria, derivadas 

del propio decreto, sujetándolo a un plazo no mayor a un año, 

contado a partir de su entrada en vigor. 
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En este sentido, el señalado decreto se publicó en el Diario 

Oficial de la Federación el nueve de agosto de dos mil doce, y 

en el artículo Transitorio Primero, se dispuso que entraría en 

vigor al día siguiente de su publicación, esto es, el diez del 

señalado mes y año, por lo que el plazo para que los órganos 

legislativos de las entidades federativas emitieran las normas 

instrumentales del derecho a ser votado, en el ámbito de sus 

atribuciones concluyó el nueve de agosto de dos mil trece.  

En el caso, el proceso electoral que actualmente tiene 

verificativo en el Estado de Coahuila de Zaragoza, inició el uno 

de noviembre de dos mil trece, en términos de lo previsto en el 

artículo 133 del Código Electoral local. 

En este orden de ideas, resulta evidente que el Congreso de 

esa entidad federativa, se encontraba vinculado por el poder 

revisor de la Constitución a emitir las normas jurídicas de rango 

legislativo tendentes a instrumentar el ejercicio del derecho a 

ser votado, previo al inicio del proceso electoral, sin embargo, 

esa autoridad legislativa omitió expedir la normativa dentro del 

plazo establecido en el señalado decreto, lo que genera una 

situación de hecho lesiva del derecho fundamental a ser votado, 

en razón de que implica un vacío legal o ausencia de normativa 

que permita el ejercicio pleno de ese derecho. 

Al respecto, la omisión del Congreso competente de emitir la 

legislación que permita el ejercicio eficaz del derecho a ser 

votado sin ser postulado por un partido político o coalición, 
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conlleva, por sí mismo, una privación injustificada, innecesaria, 

irracional, desmedida y desproporcionada de ese derecho, pues 

presupone falta de certeza absoluta de los supuestos, 

condiciones, términos y requisitos para que los ciudadanos se 

encuentren en condiciones de ejercer ese derecho con plenitud, 

porque se coloca a todos los que pretenden participar bajo la 

institución de candidatura independiente y consecuentemente a 

los que pretendan votar por candidatos independientes, en una 

situación indeterminada, a pesar de contar con el derecho 

constitucional a ser candidato independiente y participar en 

condiciones de equidad en las contiendas electivas, en relación 

con el resto de los contendientes, así como a que los sufragios 

que se emitan a su favor se computen válidamente. 

Así, en el Estado de Coahuila de Zaragoza, la ausencia de 

normas en que se instrumente el derecho a obtener un registro 

como candidato independiente y ser votado para ocupar un 

cargo público de elección popular, constituye una restricción al 

derecho de ser votado a través de las candidaturas 

independientes,  precisamente porque se traduce en la 

ausencia absoluta de disposiciones relativas a las condiciones, 

requisitos y calidades que deben cumplir aquellos ciudadanos 

que aspiren a obtener su registro en la correspondiente 

contienda electiva, así como aquellas que confieren derechos y 

obligaciones de los candidatos en relación con su eventual 

participación en el proceso electivo. 
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En el mismo sentido, esta ausencia de normativa, coloca a la 

autoridad administrativa electoral -encargada de organizar los 

comicios- en una situación de indeterminación que implica falta 

de seguridad jurídica y de certeza para el cumplimiento de sus 

fines y obligaciones constitucionales. 

Ello porque se trata de una autoridad que en términos de lo 

previsto en el artículo 1, tercer párrafo, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, se encuentra 

obligada a promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, 

lo que implica que lo realice de manera universal, esto es, a 

todas las personas por igual, pues al tratarse del ejercicio de un 

derecho humano necesariamente debe ser respetado y 

protegido, conjuntamente con los demás derechos vinculados; 

los cuales no podrán dividirse ni dispersarse, y cuya 

interpretación se debe realizar de manera progresiva, 

prohibiendo cualquier retroceso en los medios establecidos 

para el ejercicio de los mismos. 

Asimismo, esa ausencia de normativa priva a la autoridad 

administrativa electoral de tener certeza sobre la manera en 

que debe actuar para hacer eficaz ese derecho, porque le 

impide contar con disposiciones de rango legislativo en que se 

le señalen las directrices que debe seguir en su actuación como 

órgano encargado de la organización del proceso electivo. 
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No obstante lo anterior, esa omisión legislativa no justifica el 

hacer nugatorio un derecho fundamental, como es el de ser 

votado como candidato independiente en una contienda 

tendente a la renovación de los cargos de elección popular, 

reuniendo los requisitos que se prevean para ese efecto. 

Ello es así, porque no basta con señalar la omisión de un 

órgano legislativo de emitir cierta normativa para privar del 

derecho humano a ser votado a través de candidatura 

independiente a un ciudadano de la República, pues en esos 

casos, la autoridad administrativa electoral o, en su caso, el 

órgano jurisdiccional debe proceder a aplicar la norma de mayor 

jerarquía, siempre que ésta no resulte irracional o 

desproporcional en función del valor jurídico protegido, tomando 

en consideración los principios, reglas y bienes jurídicos de 

rango constitucional. 

Con base en lo anterior, esta Sala Superior arriba a la 

conclusión de que un derecho fundamental no puede hacerse 

nugatorio por la omisión de un órgano legislativo de emitir las 

disposiciones jurídicas que permitan el eficaz y pleno ejercicio 

de ese derecho. 

En efecto, el hecho de que en la fracción II, del artículo 35 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el poder 

revisor de la constitución haya establecido que “El derecho de 

solicitar el registro de candidatos ante la autoridad electoral 

corresponde a los partidos políticos así como a los 
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ciudadanos que soliciten su registro de manera 

independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y 

términos que determine la legislación”, no implica considerar 

que se haya delegado al legislador ordinario, la atribución, 

facultad o potestad, para decidir si procede a establecer la 

configuración o no configuración del derecho a ser votado de 

manera independiente, mediante la emisión de la normativa 

correspondiente. 

En consonancia con ello, esa previsión, lejos de entenderse 

como un enunciado dirigido el legislador ordinario para que 

instrumente ese derecho fundamental de los ciudadanos, 

constituye un mandato proveniente de la voluntad popular, por 

tratarse de un derecho político fundamental que el pueblo 

consagró en su documento constitucional, aunado a que en los 

tratados internacionales en materia de derechos humanos 

suscritos y ratificados por el Estado mexicano, se establezca 

que su interpretación debe llevarse a cabo en el sentido de 

asegurar el derecho humano previsto en el propio ordenamiento 

constitucional, de manera que no se trata de una previsión que 

se encuentra sujeta a la discrecionalidad de los poderes 

constituidos, sino que debe garantizarse a la ciudadanía que se 

cuente con las previsiones que posibiliten, con absoluta 

eficacia, el ejercicio de ese derecho, siempre y cuando se 

encuentren satisfechos los requisitos, condiciones y términos 

para ello. 



SUP-JDC-357/2014 
 

58 
 

Así, la remisión que en el ordenamiento constitucional se realiza 

a los legisladores ordinarios, se circunscribe al establecimiento 

de disposiciones operativas e instrumentales, en las que, 

además, se prevean las calidades que deben reunir los 

ciudadanos que aspiren a ocupar determinado cargo de 

elección popular por vía ajena a los partidos políticos, y desde 

luego, a que estableciera los límites y vínculos de ese derecho 

con los demás que fueron consagrados en el ordenamiento 

constitucional, con el objeto de evitar su colisión con otros 

derechos humanos y otorgar plenitud y coherencia al sistema 

jurídico. 

Lo anterior deriva en que al legislador ordinario le resulta, de 

ese mandato constitucional, una obligación de inexcusable 

cumplimiento, consistente en expedir las normas jurídicas 

necesarias para instrumentar lo necesario a fin de que los 

ciudadanos que así lo consideren puedan hacer efectivo el 

ejercicio de ese derecho, así como a fijar las calidades a que se 

refiere en la Constitución, pues se trata de una norma 

imperativa en cuanto a la necesidad de establecerlas, así como 

instrumentar reglas suficientes para ejercer el derecho al 

sufragio en sus dos vertientes, a fin de que los ciudadanos 

estén en condiciones de asumir algún cargo público de elección 

popular sin ser postulados por un partido político y hacer 

operativo y congruente el sistema jurídico, máxime que, como 

ya se dijo, el propio constituyente estableció un término 
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improrrogable para que los órganos legislativos cumplieran con 

ello. 

Además, este órgano jurisdiccional advierte que en la 

Constitución no se prevé que la decisión de emitir esa 

normatividad reglamentaria dependa de la voluntad del 

legislador o de las circunstancias prevalecientes. 

Lo anterior significa que el cumplimiento de tal obligación no 

queda al arbitrio o voluntad del legislador, ni a la ponderación 

de las circunstancias que prevalezcan en determinado 

momento, por lo que cuando el legislador se abstiene de 

conformar dichas reglas, incurre en un claro incumplimiento de 

lo que le ordena la Constitución, es decir, incurre en una 

inconstitucionalidad por omisión, en detrimento de la 

ciudadanía, pues ello implica que quede impedida de ejercer 

uno de los derechos humanos. 

Ahora bien, la omisión de un órgano legislativo para emitir la 

regulación que posibilite a los ciudadanos a hacer efectivo el 

derecho al sufragio sin ser postulado por un partido político, en 

manera alguna puede considerarse como una justificación 

válida para hacer nugatorio el ejercicio de ese derecho, al 

contrario constituye una restricción injustificada, precisamente 

porque imposibilita realizar un ejercicio de verificación 

constitucional basada en la proporcionalidad de la medida a 

efecto de determinar si se está en presencia de una situación 

que válidamente permita restringir el ejercicio del derecho por 
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ser necesaria para salvaguardar algún otro derecho 

fundamental o un bien jurídico tutelado en el ordenamiento 

constitucional. 

En este sentido, la omisión legislativa impide de manera 

absoluta el ejercicio del derecho fundamental, lo que además, 

genera un perjuicio a la ciudadanía en general, porque lejos de 

tutelar algún bien jurídico, salvaguardar algún otro derecho o 

evitar alguna afectación al interés social, se traduce en una 

limitante al derecho al voto pasivo y consecuentemente al voto 

activo, pues impide a la ciudadanía conocer propuestas de 

candidatos ajenos a partidos políticos y, en su caso, de sufragar 

válidamente por los mismos, lo que implica una afectación al 

diseño constitucional electoral mexicano, en el que se prevé la 

obligación de las entidades federativas, por conducto de sus 

órganos legislativos, de expedir las normas en que se configure 

y armonice esa modalidad de candidatura independiente con 

las postulaciones que realicen los partidos políticos, y por último 

hace disfuncional el sistema jurídico, pues le priva de que surta 

efectos jurídicos plenos la disposición constitucional al impedir 

la participación de ciudadanos por vías ajenas a los partidos 

políticos en condiciones de equidad. 

En igual sentido, tampoco podría realizarse un ejercicio para 

verificar y concluir si se trata de una medida idónea o no, 

puesto que la falta de regulación lleva implícita la ausencia de 

una determinación legislativa para analizar si existe alguna 

alternativa que permita afectar en menor medida el derecho que 
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se hace nugatorio, precisamente porque, priva de manera 

absoluta a los ciudadanos de estar en posibilidad de ejercerlo. 

Asimismo, la omisión legislativa tampoco puede estimarse 

como una restricción proporcional para el ejercicio de un 

derecho humano, toda vez que imposibilita de manera absoluta 

a la ciudadanía a participar en una contienda electiva  mediante 

la figura de candidaturas independientes, a pesar de tratarse de 

un derecho de rango constitucional, condicionando su 

efectividad, vigencia y ejercicio a la acción y voluntad de un 

tercero –órgano legislativo-. 

Por todo ello, la omisión del órgano legislativo local de emitir la 

normativa en que se instrumente el ejercicio de ese derecho 

fundamental, se traduce en una restricción absoluta para el 

ejercicio del derecho, que además, imposibilita al órgano 

jurisdiccional a analizar si se trata de una medida necesaria, 

idónea y proporcional, tendente a proteger algún otro derecho 

humano o un bien protegido en el ordenamiento constitucional, 

sin embargo, este órgano jurisdiccional considera que la 

efectividad de ese derecho fundamental no puede 

condicionarse por cuestiones instrumentales o de operatividad, 

máxime cuando se trata de una prerrogativa ciudadana prevista 

en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

cuyo ejercicio debe garantizarse mediante la interpretación que 

más favorezca la protección amplia del derecho en términos de 

lo previsto en el artículo 1 del propio ordenamiento supremo, 

con independencia de que las medidas para ello, sean de 
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naturaleza legislativa o no, atento a los procedimientos 

constitucionales, tal y como se señaló, se dispone en diversos 

instrumentos internacionales vinculantes para el Estado 

Mexicano. 

En este orden de ideas, dado que esa omisión legislativa no 

puede traducirse en un impedimento para que los ciudadanos 

estén en aptitud de ejercer su derecho fundamental a ser 

votados por vías ajenas a los partidos políticos, lo procedente 

es que este órgano jurisdiccional resuelva, conforme con el 

marco constitucional y convencional vigente, la situación 

jurídica que debe regir en el caso bajo estudio, haciendo 

funcional el sistema jurídico, y garantizando la efectividad del 

derecho humano a ser votado por vía distinta a los partidos 

políticos. 

En este contexto, la solución a la controversia que se analiza, 

adquiere justificación en lo previsto en el artículo 1 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

reformado mediante Decreto publicado el diez de junio de dos 

mil once, en el Diario Oficial de la Federación, en vigor a partir 

del día siguiente de su publicación, que es del tenor siguiente: 

"Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas 
las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, 
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 
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salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con esta Constitución y 
con los tratados internacionales de la materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la 
protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos, en los términos que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos 
Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al 
territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su 
libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por 
origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las 
personas." 

De dicha disposición constitucional se destaca que las normas 

relativas a los derechos humanos se interpretarán de 

conformidad con la propia Norma Fundamental y con los 

tratados internacionales en la materia suscritos por el Estado 

Mexicano, favoreciendo en todo momento a las personas con la 

protección más amplia. 
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El señalado principio constitucional fija un parámetro obligatorio 

de carácter interpretativo, ya que si bien no establece derechos 

humanos de manera directa, constituye una norma que obliga a 

los órganos jurisdiccionales a interpretar las disposiciones 

aplicables conforme al texto constitucional y a los tratados 

internacionales en materia de derechos humanos, concediendo 

siempre a todas las personas la protección más amplia o 

favorable a ellas, bajo el principio pro homine o pro persona. 

Asimismo, respecto a la disposición constitucional en comento, 

se precisa que todas las autoridades (sin excepción y en 

cualquier orden de gobierno), en el ámbito de sus 

competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 

proteger y garantizar los derechos humanos, de conformidad 

con los principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad; y que, en consecuencia, el 

Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que 

establezca la ley. 

Al respecto, en el Dictamen de las Comisiones Unidas de 

Puntos Constitucionales y de Estudios Legislativos, con opinión 

de la Comisión de Reforma del Estado, del Senado de la 

República (publicado en la Gaceta del 8 de marzo de 2011), 

que recayó a la Minuta enviada por la Cámara de Diputados, 

sobre el proyecto de decreto que modificó la denominación del 

Capítulo I del Título Primero y reforma diversos artículos de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 

señaló textualmente: 

"Asimismo, se modificó para establecer el principio pro 
homine o principio pro persona, es decir, que el 
derecho debe interpretarse y aplicarse siempre de la 
manera que más favorezca a las personas. Dicha 
modificación se realizó con el ánimo de reflejar lo 
establecido en el párrafo primero ya señalado, ya que 
al adicionar la protección que beneficie de manera 
amplia a las personas, representa el fortalecimiento de 
las prerrogativas que las dignifiquen. 

Este principio representa una máxima protección para 
las personas, ya que se deberá aplicar la norma 
contenida en el orden jurídico nacional o en el tratado 
internacional que más proteja los derechos de las 
mismas. Con esto se refuerzan las garantías y los 
mecanismos de protección." 

De ahí que este órgano jurisdiccional electoral federal, en su 

carácter de máxima autoridad en materia electoral, con 

excepción de las acciones de inconstitucionalidad, cuya 

competencia corresponde, en forma exclusiva y excluyente, a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, tiene la obligación 

constitucional de proteger y garantizar los derechos humanos 

de carácter político-electoral, cuya violación alega el enjuiciante. 

En este orden de ideas, a partir de lo previsto en el artículo 1 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con 

el objeto de otorgar funcionalidad al derecho fundamental al 

sufragio en sus dos vertientes, en condiciones generales de 

igualdad, haciendo coherente el bloque de regularidad 
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normativa, en particular la Constitución, con los tratados 

internacionales en materia de derechos humanos vinculantes 

para el Estado Mexicano, resulta necesario analizar los 

preceptos aplicables de diversos instrumentos internacionales 

de derechos humanos vinculantes para los Estados Unidos 

Mexicanos, con el objeto de determinar el alcance y contenido 

de los derechos políticos del ciudadano a participar en una 

elección como candidato independiente, es decir, sin necesidad 

de ser postulado por partido político alguno y a acceder, en 

condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas. 

Para ello, resulta oportuno transcribir y resaltar las partes 

relevantes de los artículos 2°, párrafos 1 y 2°; 3°; 25, y 26 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 

1°, párrafo 1; 2°; 23; 29; 30, y 32, párrafo 2, de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en los que se dispone: 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

Artículo 2 

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente 
Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos 
los individuos que se encuentren en su territorio y 
estén sujetos a su jurisdicción, los derechos 
reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o 
de otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social. 

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con 
arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
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disposiciones del presente Pacto, las medidas 
oportunas para dictar las disposiciones legislativas o 
de otro carácter que fueren necesarias para hacer 
efectivos los derechos reconocidos en el presente 
Pacto y que no estuviesen ya garantizados por 
disposiciones legislativas o de otro carácter. 

... 

Artículo 3 

Los Estados Partes en el presente Pacto se 
comprometen a garantizar a hombres y mujeres la 
igualdad en el goce de todos los derechos civiles y 
políticos enunciados en el presente Pacto. 

... 

Artículo 25 

Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las 
distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin 
restricciones indebidas, de los siguientes derechos y 
oportunidades: 

Participar en la dirección de los asuntos públicos, 
directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos; 

Votar o ser elegidos en elecciones periódicas, 
auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 
por voto secreto que garantice la libre expresión de la 
voluntad de los electores; 

Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, 
a las funciones públicas de su país. 

Artículo 26 

Todas las personas son iguales ante la ley y tienen 
derecho sin discriminación a igual protección de la ley. 
A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y 
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garantizará a todas las personas protección igual y 
efectiva contra cualquier discriminación por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o 
de cualquier índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social. 

Convención Americana sobre Derechos Humanos 

Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos 

1. Los Estados partes en esta Convención se 
comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o 
de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social. 

... 

Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de 
Derecho Interno 

Si el ejercicio de los derechos y libertades 
mencionados en el Artículo 1° no estuviera ya 
garantizado por disposiciones legislativas o de otro 
carácter, los Estados Partes se comprometen a 
adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta 
Convención, las medidas legislativas o de otro carácter 
que fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos y libertades. 

... 

Artículo 23. Derechos Políticos 

1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes 
derechos y oportunidades: 
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a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, 
directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos; 

b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas 
auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 
por voto secreto que garantice la libre expresión de la 
voluntad de los electores, y 

c) de tener acceso, en condiciones generales de 
igualdad, a las funciones públicas de su país. 

2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los 
derechos y oportunidades a que se refiere el inciso 
anterior, exclusivamente por razones de edad, 
nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, 
capacidad civil o mental, o condena, por juez 
competente, en proceso penal. 

Artículo 29. Normas de Interpretación 

Ninguna disposición de la presente Convención puede 
ser interpretada en el sentido de: 

a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o 
persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y 
libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en 
mayor medida que la prevista en ella; 

b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o 
libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con 
las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de 
acuerdo con otra convención en que sea parte uno de 
dichos Estados; 

c) excluir otros derechos y garantías que son 
inherentes al ser humano o que se derivan de la forma 
democrática representativa de gobierno, y 

d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la 
Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
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Hombre y otros actos internacionales de la misma 
naturaleza. 

Artículo 30. Alcance de las Restricciones 

Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta 
Convención, al goce y ejercicio de los derechos y 
libertades reconocidas en la misma, no pueden ser 
aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por 
razones de interés general y con el propósito para el 
cual han sido establecidas. 

Artículo 32. Correlación entre Deberes y Derechos 

... 

2. Los derechos de cada persona están limitados por 
los derechos de los demás, por la seguridad de todos 
y por las justas exigencias el bien común, en una 
sociedad democrática. 

De las disposiciones comunitarias transcritas, se desprende que 

los derechos de participación política del ciudadano a ser 

votado y a acceder, en condiciones generales de igualdad, a las 

funciones públicas, previstos en los artículos 25 del Pacto 

Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, y 23 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos, conllevan un 

derecho de libertad y, al propio tiempo, uno de igualdad, pero 

siempre condicionado a los supuestos contemplados en el 

diseño del sistema electoral que impere en términos del 

ordenamiento constitucional de cada Estado.  

Lo anterior, en la medida que en esas disposiciones jurídicas se 

prescribe un derecho para el ciudadano, y correlativamente una 

condición genérica de igualdad, por la cual se prevé que, en 
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principio, la posibilidad de ejercer ese derecho o prerrogativa 

política corresponde a todo ciudadano mexicano, bajo las 

modalidades que determine el propio pueblo en su 

ordenamiento constitucional, pues su ejercicio se encuentra 

condicionado a que se cumpla con los supuestos 

constitucionales que cada Estado determine implementar y, en 

el caso, como se ha explicado, el Poder Revisor de la 

Constitución determinó la coexistencia de las candidaturas 

independientes con las postuladas por los partidos políticos. 

Efectivamente, es indubitable que la prerrogativa o derecho 

político del ciudadano de votar y ser votados a través de la 

figura de las candidaturas independientes, al haber alcanzado 

el rango de derecho fundamental por haberse incluido en el 

ordenamiento Constitucional, no sólo implica el reconocimiento 

de una facultad cuyo ejercicio se deja a la libre decisión del 

ciudadano (aquel que aspira a ser votado o nombrado 

cumpliendo con las calidades y requisitos que se determinen 

para ese efecto), sino que también se traduce en una facultad 

cuya realización o materialización está sujeta a condiciones de 

igualdad, como se corrobora a través de las expresiones 

jurídicas de carácter fundamental. 

En coincidencia con lo anterior, cabe destacar las reglas 

generales de libertad e igualdad que se estatuyen en los 

artículos 2°, párrafo 1, y 3° del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, así como 1°, párrafo 1, de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, por las cuales, en forma 
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correlativa con esos derechos políticos, se contempla la 

obligación o compromiso para el Estado mexicano de respetar y 

garantizar los derechos y libertades reconocidos en el propio 

Pacto y la Convención, bajo las modalidades que determine el 

pueblo en su ordenamiento constitucional, así como a 

garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 

sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna, y la igualdad 

en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados 

en el Pacto. 

Así, según deriva de las disposiciones destacadas y que están 

contenidas en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

las cuales al tenor de lo prescrito en la primera parte del artículo 

133 constitucional, son Ley Suprema en toda la Unión, en tanto 

que fueron celebrados por el titular del Poder Ejecutivo federal, 

con aprobación de la Cámara de Senadores (artículos 76, 

fracción I, y 89, fracción X, de la Constitución federal), y no 

están en contravención con lo prescrito en el propio 

ordenamiento constitucional federal, es claro que el Estado 

mexicano se comprometió a respetar y garantizar a todos los 

individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a 

su jurisdicción, los derechos y libertades reconocidos en el 

Pacto y la Convención, sin distinción o discriminación alguna, y 

a garantizar su libre y pleno ejercicio, bajo las modalidades, 

procedimientos o sistema que el propio Estado determine. 
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Esto es, el Estado mexicano se obligó a respetar los 

correspondientes derechos y libertades, en forma tal que 

también contrajo la obligación específica de adoptar las 

medidas o disposiciones legislativas, o bien, de otro carácter 

que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y 

libertades.  

Ciertamente, la obligación del Estado mexicano, parte de dichos 

instrumentos internacionales, no se ciñó a una simple 

obligación de abstención (no inhibir el ejercicio de una libertad) 

sino que también conllevó la de desplegar un comportamiento 

activo para dar vigencia o efectividad a los derechos civiles y 

políticos reconocidos en su ordenamiento constitucional y en el 

propio tratado internacional, pero siempre, a través de los 

mecanismos, procedimientos y modalidades establecidos en el 

diseño de su sistema electoral, a través del despliegue de actos 

positivos que se concreten en ciertas leyes o medidas de 

cualquier carácter (los cuales sean necesarias, por ejemplo, 

para evitar un trato discriminatorio o desigual). 

De las disposiciones trasuntas y resaltadas deriva que todos los 

ciudadanos gozan de derechos de carácter político, 

específicamente para ser votados o elegidos y tener acceso, en 

condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de 

su país, conforme con lo previsto en la normativa de cada 

Estado. 
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En el caso, en el artículo 35, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, se dispone que el 

derecho fundamental a ser votado, encuentra dos vertientes, la 

primera cuando se alcanza la postulación a través de los 

partidos políticos, y la segunda a través de la figura de la 

candidatura independiente, de manera que el Estado Mexicano 

se encuentra vinculado a promover, respetar, proteger y 

garantizar ese derecho, así como a generar las condiciones 

para su ejercicio, con independencia de que la postulación se 

realice en cualquiera de esas dos vertientes. 

Es de apuntar que el derecho a votar y ser votado, es un 

derecho establecido en el sistema jurídico y también se 

encuentra reconocido en normativa internacional, sin embargo 

es de precisarse que ese derecho político no posee un carácter 

absoluto, incondicionado o irrestricto, puesto que cabe la 

posibilidad de que se emitan instrumentos normativos en que se 

regule el ejercicio de ese derecho o que se establezcan 

restricciones permitidas o debidas, siempre y cuando sean 

conforme con razones de interés general y con el propósito 

para el cual han sido establecidas o sean necesarias para 

permitir la realización de los derechos de los demás o 

garantizar la seguridad de todos o deriven de las justas 

exigencias del bien común, en una sociedad democrática. 

En este sentido, como se ha razonado a lo largo de la presente 

ejecutoria, la omisión del legislador de emitir la normativa no 

puede hacer nugatorio el ejercicio de un derecho, precisamente 
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porque en el artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos se dispone el derecho a la tutela 

judicial efectiva, que impone a los órganos jurisdiccionales la 

obligación de dictar una sentencia que determine la situación 

jurídica concreta que debe regir en el caso específico a pesar 

de la omisión del órgano legislativo local de emitir la normativa 

conducente, lo que implica el correlativo derecho del gobernado 

a que la justicia que se administre sea imparcial, completa, y 

oportuna. 

Por ello, cuando se alegue alguna afectación a derechos 

humanos, la sentencia que resuelva la situación particular, no 

debe limitarse a analizar los planteamientos del justiciable a las 

normas jurídicas de rango legal, sino que el estudio de los 

planteamientos que se realizan tiene que enfocarse en un 

análisis integral del corpus normativo, tomando en cuenta los 

tratados internacionales en materia de derechos humanos. 

En aplicación de lo anterior, en los artículos 2, párrafo 2, del 

Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, así 

como 2, párrafo primero, 29, párrafo primero inciso b), y 30, de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se 

establece la obligación del Estado Mexicano de adoptar con 

arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 

disposiciones de esos ordenamientos internacionales, las 

normas legislativas que fueren necesarias para hacer efectivos 

tales derechos. 
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Cabe hacer énfasis que, en los señalados preceptos no sólo se 

dispone la obligación del Estado Mexicano de emitir las 

disposiciones legislativas para que los gobernados se 

encuentren en condiciones de ejercer esos derechos, 

precisamente porque en ese instrumento se contempló la 

posibilidad de que los órganos legislativos incurran en la 

omisión de legislar sobre el correspondiente derecho, lo que se 

traduce en la omisión de expedir la normativa que permita su 

ejercicio. 

Al respecto, la solución contemplada en los señalados 

ordenamientos alude a una obligación de los propios Estados 

para garantizar la eficacia de los derechos humanos, y consiste 

en que, ante la omisión del órgano legislativo de emitir la 

normativa, se tienen que tomar las medidas de carácter o 

naturaleza distinta a la legislativa que posibiliten cumplir con la 

finalidad de los señalados instrumentos internacionales, esto 

es, permitir y proteger el ejercicio pleno de los derechos ahí 

reconocidos, cuyo alcance en los Estados Unidos Mexicanos, 

por disposición constitucional, abarca el poder ser registrado 

como candidato independiente. 

En efecto, en las disposiciones de referencia, no se condiciona 

el ejercicio de los derechos humanos a que los procedimientos, 

instrumentos, condiciones, finalidades y requisitos para ello se 

encuentren reglamentados en un ordenamiento jurídico de 

rango legal, por el contrario, se trata de disposiciones que 

cuentan con un contenido y alcance mayor, porque contempla 
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la obligación del Estado Mexicano de adoptar medidas de 

carácter distintas a las de naturaleza legislativa para hacer 

funcional el esquema de protección de esos derechos, en tanto 

tiene una justificación objetiva razonable y persigue un fin 

congruente con los instrumentos internacionales analizados en 

la presente sentencia, que se refieren al principio de 

participación política libre en condiciones generales de equidad, 

acorde con las modalidades que cada Estado determine 

implementar. 

Al respecto, y en relación a la omisión legislativa, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos se ha pronunciado en el 

sentido de que ésta es susceptible de violar derechos humanos. 

En concreto, en la Opinión Consultiva OC-14/94, dicho órgano 

jurisdiccional sostuvo que una de las maneras en que un 

Estado puede vulnerar un tratado internacional es, 

precisamente, omitiendo dictar las normas a que está obligado 

por el artículo 2° de la Convención Americana Sobre Derechos 

Humanos.7 

En ese sentido, la Corte Interamericana también ha sustentado 

que el deber general de los Estados parte en la Convención 

                                      
7 El artículo 2° del Pacto de San José es del tenor siguiente: 
 

Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 
 

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya 
garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 
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Americana8 establecido en su numeral 2°, incluye el deber de 

expedir las normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la 

observancia efectiva a los derechos humanos, lo que, a su vez, 

se traduce en el deber de tomar las medidas necesarias para 

remover los obstáculos que puedan existir para que los 

ciudadanos puedan disfrutar de los derechos que la Convención 

reconoce. 

Cabe mencionar que esas medidas no legislativas, se 

circunscriben a los procedimientos constitucionales del Estado y 

a las propias disposiciones de esos instrumentos 

internacionales, previsiones que interpretadas en correlación 

con el tercer párrafo del artículo 1 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, permiten concluir válidamente 

que para garantizar la efectividad de esos derechos, resulta 

necesario acudir a la revisión integral de la legislación nacional, 

con el objeto de determinar si alguna autoridad, en el ámbito de 

su competencia, se encuentra posibilitada para dictar medidas 

que garanticen al gobernado las condiciones mínimas 

necesarias para ejercer el derecho del que se le priva por 

omisión legislativa. 

Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 

resolver la Contradicción de tesis 18/98-PL estableció el criterio 

de que cuando se reconoce expresamente en la Constitución 

un derecho, su observancia no puede considerarse postergada 

                                      
8 México es Estado Parte en la Convención Americana desde el 24 de marzo de 1981 y 
reconoció la competencia contenciosa de la Corte el 16 de diciembre de 1998. 
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o sujeta a la condición suspensiva de que el legislador 

ordinario, en los diferentes fueros, emita las disposiciones 

legales que reglamenten o instrumenten su ejercicio pleno, 

pues la sola vigencia de la disposición constitucional relativa 

implica la protección inmediata del derecho garantizado. Actuar 

en sentido contrario, a juicio del máximo tribunal del país, sería 

tanto como desconocer la existencia del derecho respectivo. 

Dicho criterio está contenido en la Jurisprudencia 

P./J.114/20009 de rubro y texto:  

ACCIÓN PENAL. ES PROCEDENTE EL JUICIO DE 
AMPARO, MIENTRAS NO SE ESTABLEZCA EN 
LEY LA VÍA JURISDICCIONAL DE IMPUGNACIÓN 
ORDINARIA, PARA RECLAMAR LAS 
RESOLUCIONES SOBRE EL NO EJERCICIO O 
DESISTIMIENTO DE AQUÉLLA (ARTÍCULO 21, 
PÁRRAFO CUARTO, DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL). De la reforma al citado precepto 
constitucional, que entró en vigor el 1o. de enero de 
1995, y de los antecedentes legislativos que le dieron 
origen, se advierte el reconocimiento en favor del 
querellante, denunciante, víctima del delito o de los 
familiares de ésta o del legalmente interesado, del 
derecho de impugnar las resoluciones del Ministerio 
Público sobre el no ejercicio o desistimiento de la 
acción penal, coetáneo del derecho de exigir al Estado 
la persecución de los delitos, lo que se traduce en el 
nacimiento de una garantía individual, cuyo respeto no 
puede considerarse postergado o sujeto a la condición 
suspensiva de que el legislador ordinario, en los 
diferentes fueros, emita las disposiciones legales que 
reglamenten el instrumento para impugnar por la vía 

                                      
9 Consultable a foja 5 del Tomo XII, Octubre de 2000, Materia(s): Constitucional, Penal, 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
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jurisdiccional ordinaria las determinaciones de mérito, 
puesto que, en principio, ante la vigencia de la 
disposición constitucional relativa, la protección del 
derecho garantizado es inmediata, ya que, en tal 
hipótesis, no se requieren medios materiales o legales 
diferentes de los existentes para que la autoridad 
cumpla cabalmente y desde luego, con el mandato 
constitucional de investigar y perseguir los delitos, 
siendo obvio que dentro del sistema constitucional 
mexicano, el medio para controlar directamente el 
cumplimiento de esas funciones es el juicio de 
amparo. Por consiguiente, la ausencia de 
ordenamientos legales que precisen la vía 
jurisdiccional ordinaria para impugnar las resoluciones 
del Ministerio Público sobre el no ejercicio y 
desistimiento de la acción penal que pueden ser 
violatorias de las garantías individuales del ofendido, 
no impide que tales determinaciones sean reclamadas 
de modo inmediato y en tanto se expidan las leyes 
ordinarias, a través del juicio de amparo, dado que al 
estar regulada la actuación relativa de la 
representación social por la propia Carta Magna, entre 
otros de sus preceptos, en los artículos 14 y 16, bien 
puede y debe examinarse esa actuación en el juicio de 
garantías, pues arribar a una postura que sobre el 
particular impida la procedencia de dicho juicio, sería 
tanto como desconocer la existencia de la mencionada 
garantía individual y el objetivo y principios que rigen al 
juicio de amparo, que de acuerdo con lo previsto en 
los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, es procedente contra 
leyes o actos de autoridad que violen garantías 
individuales. En estas condiciones, debe concluirse 
que si las determinaciones del aludido representante 
social sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción 
penal pueden implicar la violación de garantías 
individuales, aquéllas podrán impugnarse mediante el 
juicio de amparo indirecto, en términos de lo dispuesto 
en el artículo 114, fracción II, de la Ley de Amparo, por 
ser esta vía la que revisa la legalidad del proceso 
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indagatorio de la comisión de ilícitos, además de que 
desatender la norma constitucional reformada 
implicaría la inobservancia de los artículos 133 y 136 
de la Constitución Federal, siendo que el espíritu del 
Constituyente Originario se orientó a la prevalencia de 
los principios de supremacía e inviolabilidad de la Ley 
Fundamental. 
 
 

Esta Sala Superior se ha pronunciado en términos similares al 

referido criterio adoptado por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, pues ha considerado que cuando se reconoce un 

derecho en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, pero en la normativa legal respectiva no se prevén 

disposiciones que reglamenten ese derecho para hacer efectivo 

su ejercicio, la autoridad, administrativa o jurisdiccional, debe 

realizar las acciones necesarias para posibilitar el ejercicio 

pleno del derecho, sujetándose a las bases y principios 

contenidos en la Constitución Federal. 

Dicho criterio de este Tribunal Electoral ha sido adoptado en 

tratándose del ejercicio de diversos tópicos, como son: 

instrumentación de procedimientos sumarios preventivos10; 

tutela judicial efectiva11; derecho de petición12; y derecho de 

réplica en materia electoral13.  

                                      
10 SUP-RAP-17/2006, SUP-RAP-34/2006 y acumulado y SUP-JRC-202/2007. 
11 SUP-JDC-165/2014, SUP-JDC-3149/2012, SUP-JDC-3220/2012 y SUP-JDC-
3222/2012. 
12 SUP-JDC-1150/2013. 
13 SUP-RAP-175/2009. 
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En este orden de ideas, y en estricto cumplimiento al artículo 1, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

así como las disposiciones de tratados internacionales que se 

han analizado con antelación, esta Sala Superior procede a 

estudiar, en lo particular, la controversia que se plantea, para lo 

cual, resulta necesario tener en consideración los aspectos 

siguientes: 

1. Establecimiento del derecho fundamental a votar y ser 

votado a través de las candidaturas independientes. 

Mediante reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de 

la Federación el nueve de agosto de dos mil doce, el derecho a 

ser votado previsto en la fracción II del artículo 35 

constitucional, se estableció el derecho ciudadano a votar y ser 

votados mediante la figura de candidatos independientes en 

todos los procesos electorales federales y locales, así como 

para todos aquellos cargos públicos de elección popular; la 

reforma entró en vigor el diez de agosto de dos mil doce, en 

términos del artículo Primero transitorio del propio Decreto. 

Con la señalada reforma, el Poder Revisor de la Constitución, 

también estableció un régimen transitorio, en el sentido de 

ordenar a los órganos legislativos federal y locales, la 

expedición de las leyes para hacer cumplir el propio Decreto, a 

más tardar en un año contado a partir de la entrada en vigor del 

mismo. 
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En este sentido, las legislaturas federal y locales se 

encontraban obligadas a regular los requisitos, condiciones y 

términos sobre los cuales se desarrollarían dichas candidaturas 

tanto a nivel federal, como en cada una de las entidades 

federativas, en un plazo no mayor a un año contado a partir de 

la entrada en vigor del propio Decreto, plazo que feneció el 

nueve de agosto de dos mil trece, sin que hasta esa fecha, en 

el Estado de Coahuila de Zaragoza se haya publicado y entrado 

en vigor disposición jurídica alguna tendente a cumplimentar 

ese imperativo constitucional.  

2. Inicio del proceso electoral local en el Estado de 

Coahuila de Zaragoza. 

Ahora bien, el uno de noviembre de dos mil trece, en el Estado 

de Coahuila de Zaragoza dio inicio el proceso electoral local, 

para renovar a los integrantes del Congreso de esa entidad 

federativa, en términos de lo previsto en el artículo 133 del 

Código Electoral de esa entidad federativa, fecha en la que 

tampoco se había publicado ni entrado en vigor normativa 

alguna tendente a cumplir con las modificaciones a la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 

materia de candidaturas independientes. 

3. Reforma a la Constitución local en materia de 

candidaturas independientes. 
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Es de señalarse que el veintidós de octubre de dos mil trece, en 

cumplimiento al referido mandato Constitucional, el Congreso 

del Estado de Coahuila de Zaragoza aprobó y expidió el 

Decreto número 361, empero, su publicación se realizó en el 

Periódico Oficial del Estado hasta el diecisiete de diciembre 

siguiente en los términos siguientes: 

QUE EL CONGRESO DEL ESTADO 
INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA; 
 
DECRETA: 
 
NÚMERO 361.- 
 
ARTÍCULO ÚNICO.-Se adicionan dos párrafos a la 
fracción primera del artículo 19 de la Constitución 
Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para 
quedar como sigue: 
 
Artículo 19.- Son derechos de los ciudadanos 
coahuilenses: 
 
III. Votar y ser electos para los empleos y cargos 

públicos en la forma y términos que prescriban las 
leyes. 
 
El derecho de solicitar el registro de candidatos a 
cargos de elección popular ante la autoridad 
electoral corresponde a los partidos políticos así 
como a los ciudadanos que soliciten su registro de 
manera independiente y cumplan con los requisitos, 
condiciones y términos que determine tanto esta 
Constitución, como la legislación electoral del 
Estado. 
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Las candidaturas independientes se sujetarán a los 
requisitos, condiciones y términos que determine 
esta Constitución, la legislación electoral del Estado 
y los acuerdos de las autoridades electorales, en 
especial para garantizar la transparencia, legalidad 
y fiscalización en el origen y ejercicio de los 
recursos. En todo caso, las disposiciones relativas a 
los partidos políticos, en los procesos electorales, 
serán aplicables a las candidaturas independientes 
con las modalidades específicas que la ley señale. 
 
… 
 
IV. a IV… 

 
T R A N S I T O R I O S 

 
ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará 
en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado de Coahuila de 
Zaragoza. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- El Congreso del Estado 
Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de 
Zaragoza deberá expedir la legislación secundaria 
que resulte necesaria para poder aplicar con 
certeza las candidaturas independientes. El Instituto 
Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila 
expedirá los acuerdos que hagan posible el ejercicio 
de los derechos de las candidaturas 
independientes, conforme a la legislación 
secundaria que haga exigible este derecho humano 
de contenido y de desarrollo legal. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Se derogan todas las 
disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

De la trascripción que antecede, se desprende con claridad en 

el Estado de Coahuila de Zaragoza, el órgano legislativo 
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modificó el texto de la Constitución local, a efecto de incluir la 

figura de las candidaturas independientes, con la finalidad de 

cumplir con la obligación impuesta por el Poder Revisor de la 

Constitución. 

La modificación a ese ordenamiento local se verificó en el 

sentido de remitir al legislador ordinario de esa entidad 

federativa, la obligación de expedir normas en que se prevean 

los requisitos, condiciones y términos para el ejercicio del 

derecho al sufragio a través de la modalidad de candidaturas 

independientes, previstos tanto en el documento constitucional 

local, la legislación secundaria y los acuerdos que se emitan por 

la autoridad electoral competente.  

Asimismo, conforme con el artículo Segundo Transitorio, del 

propio Decreto, encomendó al Instituto Electoral y de 

Participación Ciudadana de Coahuila la facultad para emitir los 

acuerdos que hagan posible el ejercicio de ese derecho a 

través de esa modalidad de candidatura. 

4. Reforma constitucional que suprimió obstáculos para 

el ejercicio pleno del derecho a votar y ser votado a 

través de candidaturas independientes.  

Con objeto de hacer acorde con la modificación al artículo 35 de 

la constitución realizada mediante decreto de diez de febrero de 

dos mil doce, el veintisiete de diciembre de dos mil trece, en el 
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Diario Oficial de la Federación, se publicó el Decreto por el que 

se reformó el artículo 116, base IV, inciso e), de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, modificando la 

redacción de esa previsión a fin de suprimir el derecho 

“exclusivo” de los partidos políticos para solicitar el registro de 

candidatos a cargos de elección popular. 

Al respecto, la reforma en cuestión tuvo como finalidad dar 

congruencia y coherencia al texto constitucional, según se 

advierte de la exposición de motivos de la reforma mencionada, 

consultable en la Gaceta Parlamentaria, número 3744-V, 

correspondiente al nueve de abril de dos mil trece, en cuyo 

texto se señaló que “El objeto de este proyecto legislativo es 

homologar el sentido del artículo 116 constitucional con el 

artículo 35 constitucional, en el sentido de que corresponde 

tanto a los partidos políticos así como a los ciudadanos que 

soliciten su registro de manera independiente y cumplan con los 

requisitos, condiciones y términos que determine la 

legislación.”, lo anterior, según se desprende de la propia 

exposición de motivos, tuvo por objeto armonizar y uniformar “la 

norma constitucional respecto a los principios de las 

candidaturas independientes”. 

5. Reforma al sistema electoral Mexicano. 

El diez de febrero del año en curso se publicó en el Diario 

Oficial de la Federación Decreto por el que se reformaron, 

adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia político-electoral; las modificaciones al ordenamiento 

constitucional implicaron, entre otros, variantes en cuanto a los 

tópicos relacionados con las autoridades encargadas de la 

organización de los comicios, su integración y procedimientos 

de designación, atribuciones, derechos y prerrogativas de los 

partidos políticos, régimen sancionatorio, y candidaturas 

independientes. 

De lo previamente expuesto, este órgano jurisdiccional, arriba a 

la conclusión consistente en que durante el proceso electoral 

que actualmente tiene verificativo, en el Estado de Coahuila de 

Zaragoza, los ciudadanos cuentan con el derecho fundamental 

a votar y ser votados a través de la figura de candidaturas 

independientes, sin embargo, derivado de la omisión legislativa 

en que incurrió el Congreso de esa entidad federativa, se 

carece de un ordenamiento legal en que se regulen los 

requisitos, condiciones y términos para que los ciudadanos que 

así lo soliciten y cumplan con  ellos, puedan ser registrados y 

contender en condiciones de equidad con los postulados por los 

partidos políticos. 

Este Tribunal Constitucional, al advertir esa situación que 

genera una privación del señalado derecho, se encuentra 

obligado a emitir una sentencia que haga eficaz el derecho a 

votar y ser votado a través de candidaturas independientes 

previsto en los artículos 35, fracción II, y 116, fracción IV, inciso 

k), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
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así como 19 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

Para ello, procede a analizar, en su integridad, el sistema 

electoral de esa entidad federativa, con el objeto de determinar 

la medida que posibilite a la ciudadanía el ejercicio eficaz de 

ese derecho, acorde con los procedimientos constitucionales y 

legales previstos para ese efecto. 

En el artículo 19, de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Coahuila de Zaragoza, se encomienda al 

legislador ordinario y al Instituto Electoral y de Participación 

Ciudadana, el establecimiento de los requisitos, condiciones y 

términos que se determinen en la propia Constitución local y la 

legislación electoral del Estado para hacer posible el ejercicio 

de ese derecho. 

Ahora bien, en el artículo Segundo Transitorio del decreto 

publicado el diecisiete de diciembre de dos mil trece, por el que 

se reformó el señalado precepto constitucional local, se confirió 

al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de 

Coahuila, la atribución de expedir los acuerdos que hagan 

posible el ejercicio de los derechos de las candidaturas 

independientes. 

Al respecto, cabe puntualizar que el señalado Consejo es el 

órgano máximo de esa autoridad que tiene conferida la función 

estatal de organizar y desarrollar las elecciones para los cargos 
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de Gobernador, Diputados locales e integrantes de los 

ayuntamientos, en términos de lo previsto en el artículo 27, 

base 5, de la Constitución Política, en el que, además, se 

dispone que esa autoridad goza de autonomía con personalidad 

jurídica y patrimonio propios, en cuya integración participan el 

Poder Legislativo, los partidos políticos y los ciudadanos. 

Por otra parte, conforme con lo previsto en el artículo 67 del 

Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza, el 

señalado Instituto, en lo que al caso atañe, es el depositario de 

la autoridad electoral dentro del régimen interior del Estado, 

responsable del ejercicio de la función estatal de organizar las 

elecciones y la vigilancia y fiscalización de los partidos políticos, 

en su ámbito de competencia, además, en el artículo 68 del 

referido ordenamiento legal se prevé entre los objetos de ese 

Instituto, en el ámbito de su competencia, el de promover, 

fomentar y preservar el ejercicio de los derechos político-

electorales de los ciudadanos, así como garantizar la 

celebración libre, auténtica y periódica de las elecciones para 

renovar a los integrantes de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, 

así como de los Ayuntamientos del Estado. 

En el artículo 79 del Código comicial local, se dispone que las 

atribuciones concedidas al Instituto en los ordenamientos 

jurídicos residen originalmente en el Consejo General, dentro 

de las que se encuentra la contemplada en el incisos a) y g), del 

párrafo 2, del propio artículo en la que se le hace depositario de 

la facultad para el cumplimiento de las disposiciones 
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constitucionales y legales en materia electoral y de participación 

y organización ciudadana, así como de dictar las normas y 

previsiones destinadas a hacer efectivas tales disposiciones. 

De ello deriva que el legislador del Estado de Coahuila de 

Zaragoza delegó en el Consejo General del Instituto Electoral y 

de Participación Ciudadana de esa entidad federativa, una 

facultad reglamentaria tendente a hacer efectivas las 

disposiciones constitucionales en la materia, lo que quiere decir 

que cuenta con la atribución de emitir normas y acuerdos 

destinados a cumplir con las previsiones constitucionales y 

legales relativas a la materia electoral. 

A partir de lo antes expuesto, es dable concluir que en el 

sistema jurídico de Coahuila de Zaragoza, la atribución para 

emitir la normativa en que se prevean los requisitos, 

condiciones y términos para que los ciudadanos puedan ser 

registrados como candidatos independientes y la ciudadanía 

pueda votar por ellos, se deposita, en principio, en el Congreso 

de la propia entidad federativa. 

Además, como ya se dijo, en el diseño constitucional de ese 

Estado, el Consejo General del Instituto Electoral local, cuenta 

con una atribución reglamentaria, que permite garantizar la 

eficacia de las disposiciones constitucionales y legales en la 

materia, facultad que también es congruente con la de emitir los 

acuerdos que hagan posible el ejercicio de los derechos de las 

candidaturas independientes. 
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Por todo lo expuesto, esta Sala Superior arriba a la conclusión 

de que, en condiciones ordinarias, correspondería al Congreso 

del Estado de Coahuila de Zaragoza emitir la legislación 

secundaria en la que se establezcan los requisitos, condiciones 

y términos para que los ciudadanos que reúnan los requisitos 

constitucionales y legales, se  encuentren en condiciones de 

ejercer con plenitud el derecho a votar y ser votado a través de 

candidaturas independientes. 

Sin embargo, en el caso, no se está frente a una situación 

ordinaria que permita vincular a ese órgano legislativo a emitir 

la normativa de referencia, toda vez que: 

 Se encuentra acreditado el incumplimiento a un mandato 

del Poder Revisor de la Constitución de adecuar la 

normativa de una entidad federativa dentro del plazo 

concedido para tal efecto. 

 De ello deriva la existencia de omisión legislativa en 

materia de candidaturas independientes en el Estado de 

Coahuila de Zaragoza. 

 El proceso electoral de esa entidad federativa inició el uno 

de noviembre de dos mil trece. 

 El registro de candidatos dará inicio el diecinueve de 

mayo del presente año, y concluirá el veintidós siguiente, 

en términos de lo establecido en el artículo 146, párrafo 2, 

del Código Electoral de Coahuila de Zaragoza.  
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Por lo tanto, ante la omisión del Congreso del Estado de 

Coahuila de regular las candidaturas independientes, con 

fundamento en los artículos 35, fracción II, 99, fracción V, 116, 

fracción IV, inciso e), de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, así como 19, de la Constitución Política del 

Estado de Coahuila, y Segundo Transitorio del Decreto 361 por 

el que se reformó ese ordenamiento constitucional local 

publicado el diecisiete de diciembre de dos mil trece, en el 

Periódico Oficial de esa entidad federativa;  67, 68 y 79 del 

Código Electoral de la propia entidad federativa, en los que se 

establece la facultad reglamentaria del Consejo General del 

Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila de 

dictar normas para garantizar la eficacia de las disposiciones 

constitucionales y legales en la materia y posibilitar el ejercicio 

del derecho al sufragio activo y pasivo a través de las 

candidaturas independientes, con apoyo en el artículo 84, 

párrafo 2, de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral, es procedente restituir al 

demandante en el derecho violado y por tanto, corresponde 

ordenar a esa autoridad administrativa electoral que de 

inmediato y dentro de los tres días contados a partir de que se 

le notifique la presente sentencia, escuche al ciudadano Luis 

Alberto Zavala Díaz, y de reunir los requisitos constitucionales 

correspondientes, con fundamento en el artículo 19 de la 

Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, 

acuerde la forma en que el ciudadano actor en este juicio pueda 

ejercer su derecho a participar como candidato independiente 
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en el proceso electoral que actualmente tiene verificativo en esa 

entidad federativa. 

Para ello, la autoridad administrativa electoral deberá atender a 

las características propias de esa modalidad de candidaturas 

así como al marco constitucional Federal y local que se 

encuentra vigente para el proceso electoral que actualmente 

tiene verificativo en esa entidad federativa y que se integra por 

los artículos 35, fracción II, y 116, fracción IV, inciso e), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como 19 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de 

Zaragoza, por tratarse de disposiciones en las que se establece 

el derecho fundamental de los ciudadanos a votar y ser votados 

a través de candidaturas independientes, en todas las 

elecciones federales y locales, para todos los cargos públicos 

electos popularmente.   

Es de enfatizarse que la determinación que al efecto emita 

deberá guardar plena congruencia con lo previsto en el tercer 

párrafo de la fracción III, del artículo 19 de la Constitución 

Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en el sentido que 

las disposiciones relativas a los partidos políticos, en los 

procesos electorales, serán aplicables a las candidaturas 

independientes con las modalidades específicas que permitan 

garantizar las condiciones generales de equidad en la 

contienda, entre todos los candidatos, para lo cual, deberá 

realizar las adecuaciones que resulten necesarias para esa 
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modalidad de candidaturas, atendiendo en todo momento los 

principios constitucionales en materia electoral. 

Al respecto, la determinación a la que arriba esta Sala Superior 

guarda congruencia con los criterios sustentados por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, así como los emitidos por este órgano 

jurisdiccional, en los términos referidos en párrafos previos, en 

los que, en esencia, ha sostenido que la omisión del órgano 

legislativo competente de emitir una ley secundaria respecto de 

un derecho fundamental no constituye una causa justificada 

para restringirlo y mucho menos hacerlo nugatorio, puesto que 

en ese tipo de situaciones las autoridades se encuentran en 

aptitud de aplicar directamente la Constitución a efecto de 

salvaguardar y proteger ese derecho. 

Así, este Tribunal llega a la conclusión de que la omisión del 

Congreso local de emitir la Ley reglamentaria de un derecho, no 

puede privar de vigencia al ordenamiento constitucional, y 

mucho menos restarle eficacia. 

Cabe precisar que el criterio que sustenta el sentido de la 

presente sentencia, resulta acorde con el principio 

constitucional de certeza que rige en la materia electoral y que 

en lo particular, se prevé en el artículo 105, fracción segunda, 

penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en el que se dispone que las leyes 

electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse 
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por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso 

electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo no podrá 

haber modificaciones legales fundamentales. 

Ello es así, en razón de que desde el diez de agosto de dos mil 

doce, fecha en que inició la vigencia de la reforma a la fracción 

II del artículo 35 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, ya existía el derecho consistente en que los 

ciudadanos podrían participar, mediante la figura de 

candidaturas independientes, y en consecuencia a votar por 

ellos, en el proceso electoral que actualmente tiene verificativo 

en el Estado de Coahuila de Zaragoza, de manera que la 

determinación que la autoridad administrativa electoral emita, 

tendrá por objeto hacer efectivo el ejercicio pleno del derecho 

fundamental a votar y ser votado a través de candidaturas 

independientes, cumpliendo con las condiciones, modos, 

calidades y requisitos contemplados en el artículo 19 del 

ordenamiento constitucional local, y cuya finalidad será la de 

evitar que la omisión legislativa en que ha incurrido el Congreso 

del Estado de Coahuila de Zaragoza genere una restricción o 

privación injustificada de ese derecho. 

 

Además, esa determinación permitirá dar operatividad 

sistémica, al orden jurídico electoral de esa entidad federativa, 

en la que se contempla por disposición constitucional la 
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posibilidad de que la ciudadanía ejerza ese derecho a través de 

esa modalidad de candidaturas. 

 

En este orden de ideas, la determinación que al efecto emita la 

autoridad administrativa electoral que permita garantizar la 

posibilidad de que se haga efectivo el ejercicio pleno del 

derecho al sufragio pasivo y activo del actor, a través de una 

eventual candidatura independiente, se traduce en una medida 

que garantiza que la omisión legislativa en que incurrió el 

Congreso de Coahuila de Zaragoza no implique una suspensión 

de la vigencia de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en razón de que fue el poder revisor de la 

Constitución, con más de un año de antelación al inicio del 

proceso electoral local, el que determinó la previsión 

fundamental de establecer un sistema de postulación de 

candidatos mixto, en que convergen tanto los partidos políticos 

como los ciudadanos que obtengan su registro como 

candidatos independientes y la posibilidad de que los 

ciudadanos voten por ellos. 

 

Además,  con este proceder se garantiza la vigencia práctica 

con armonía y coherencia de la disposición constitucional que 

estatuye un sistema electoral mixto en el que los ciudadanos 

que alcancen su registro como candidatos independientes se 
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encuentren en condiciones generales de equidad e igualdad 

con los postulados por los partidos políticos, otorgando eficacia 

plena al derecho fundamental a participar en las contiendas 

electivas para la renovación de funcionarios públicos de 

elección popular por vías distintas a los partidos políticos, 

aunado a que permite a la ciudadanía sufragar válidamente por 

ellos. 

 

Por todo lo anterior, resulta evidente que el establecimiento de 

lineamientos para el ejercicio del derecho ciudadano a poder 

ser registrado como candidato independiente, no es violatorio 

del principio de certeza, sino que, por el contrario, guarda 

congruencia absoluta con el mismo, dado que tiene por objeto 

tutelar el derecho en atención a los requisitos, condiciones y 

términos que deberán reunir los ciudadanos que aspiren a 

ejercer ese derecho a través de esa modalidad de candidaturas, 

así como a permitir su eventual participación en el 

procedimiento electivo y a posibilitar que la ciudadanía en 

general sufrague válidamente por ellos. 

También es oportuno mencionar que la reforma al sistema 

electoral, publicada el diez de febrero del presente año en el 

Diario Oficial de la Federación, no resulta aplicable en el 

proceso electoral que actualmente se lleva a cabo en el Estado 

de Coahuila de Zaragoza. 
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Ello, en razón de que se trata de una reforma cuyo contenido y 

alcance impactó en distintos aspectos del sistema electoral, en 

el sentido de imponer un nuevo modelo, quedando exceptuado 

de su entrada en vigor y correspondiente aplicación para el 

proceso electoral que actualmente se encuentra en curso en el 

Estado de Coahuila de Zaragoza, cuya jornada electoral tendrá 

verificativo el seis de julio del presente año, en términos de lo 

dispuesto en el artículo 27, párrafo 2, de la Constitución local. 

Lo anterior, porque en el propio Decreto, se dispuso que esas 

modificaciones no se aplicarán en las entidades federativas que 

tengan procesos electorales en dos mil catorce, pues entrarían 

en vigor una vez concluidos los correspondientes procesos. 

De lo anterior se desprende que al no ser aplicables dichas 

disposiciones a los estados en que se verifique un proceso 

electoral este año, las normas vigentes son las que previamente 

se habían expedido, concretamente la publicada el nueve de 

agosto de dos mil doce. 

En atención a lo expuesto en párrafos previos, es de apuntarse 

que el régimen transitorio de ese decreto, tampoco prorrogó el 

plazo con que contaban las legislaturas de las entidades 

federativas para que realizaran la adecuación normativa que 

permitiera a los ciudadanos ejercer ese derecho, pues se 

insiste, concluyó el nueve de agosto de dos mil trece, esto es, 

más de cinco meses previos a que se publicara la reforma 

constitucional de dos mil catorce. 
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SEXTO. Efectos de la ejecutoria. Toda vez que ha quedado 

establecido que la omisión del Congreso del Estado de 

Coahuila de Zaragoza de regular las candidaturas 

independientes, vulnera el derecho fundamental de votar y ser 

votado mediante la figura de candidatura independiente del 

ciudadano Luis Alberto Zavala Díaz, lo conducente es ordenar 

al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila 

que en el plazo improrrogable de tres días, contados a partir 

de la fecha de la notificación de la presente sentencia, escuche 

al ciudadano Luis Alberto Zavala Díaz, y de reunir los requisitos 

constitucionales correspondientes, con fundamento en el 

artículo 19 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de 

Zaragoza, acuerde la forma en que el ciudadano actor en este 

juicio pueda ejercer su derecho a participar como candidato 

independiente en el proceso electoral en curso y dentro de las 

veinticuatro horas siguientes a que ello ocurra, esa autoridad 

deberá informar y acreditar ante este órgano jurisdiccional el 

cumplimiento dado a la presente sentencia. 

Una vez que se cumpla con lo ordenado en la presente 

ejecutoria, y dentro de las veinticuatro horas siguientes a que 

ello ocurra, el Consejo General del Instituto Electoral y de 

Participación Ciudadana de Coahuila deberá informar y 

acreditar ante este órgano jurisdiccional el cumplimiento dado a 

la presente sentencia. 
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Asimismo, esta Sala Superior considera procedente dar vista 

con copia de la presente sentencia al Instituto Nacional 

Electoral. 

Por lo expuesto y fundado se: 

R E S U E L V E : 

PRIMERO. Se ordena al Consejo General del Instituto Electoral 

y de Participación Ciudadana de Coahuila que dentro del plazo 

improrrogable de tres días, contados a partir de la fecha de la 

notificación de la presente sentencia, escuche al ciudadano Luis 

Alberto Zavala Díaz, y de reunir los requisitos constitucionales 

correspondientes, con fundamento en el artículo 19 de la 

Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, 

acuerde la forma en que el ciudadano actor en este juicio pueda 

ejercer su derecho a participar como candidato independiente 

en el proceso electoral en curso y dentro de las veinticuatro 

horas siguientes a que ello ocurra, esa autoridad deberá 

informar y acreditar ante este órgano jurisdiccional el 

cumplimiento dado a la presente sentencia. 

SEGUNDO. Se ordena dar vista con copia de la presente 

ejecutoria al Consejo General del Instituto Nacional Electoral. 

NOTIFÍQUESE; Por correo certificado, al ciudadano actor en 

el domicilio señalado en su escrito de demanda; por oficio, con 

copia certificada de la presente sentencia, a la Quincuagésima 
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Novena Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de 

Zaragoza; al Consejo General del Instituto Nacional Electoral, 

así como al Consejo General del Instituto Electoral y de 

Participación Ciudadana de Coahuila de Zaragoza; y, por 

estrados, a los demás interesados.  

Lo anterior, de conformidad con lo previsto en los artículos 26, 

párrafo 3, 28 y 29, párrafos 1 y 2, y 84, párrafo 2, incisos a) y b), 

de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral. 

Devuélvanse los documentos atinentes y, en su oportunidad, 

archívese el expediente como asunto total y definitivamente 

concluido. 

Así, por mayoría de votos, lo resolvieron los Magistrados que 

integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, con el voto en contra del Magistrado 

Presidente de este órgano jurisdiccional José Alejandro Luna 

Ramos, así como del Magistrado Flavio Galván Rivera, y el 

Magistrado Pedro Esteban Penagos López, quienes emiten 

voto particular. El Secretario General de Acuerdos autoriza y da 

fe. 

MAGISTRADO PRESIDENTE 
 
 
 
 

JOSÉ ALEJANDRO LUNA RAMOS 
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MAGISTRADA 
 
 
 
 

MARÍA DEL CARMEN 
ALANIS FIGUEROA 

 

MAGISTRADO 
 
 
 
 

CONSTANCIO CARRASCO 
DAZA 

 
 
 

MAGISTRADO 
 
 
 
 

FLAVIO GALVÁN RIVERA 

MAGISTRADO 
 
 
 
 

MANUEL GONZÁLEZ 
OROPEZA 

 
MAGISTRADO 

 
 
 
 

SALVADOR OLIMPO NAVA 
GOMAR 

 

 
MAGISTRADO 

 
 
 
 

PEDRO ESTEBAN 
PENAGOS LÓPEZ 

 
 

 
SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS 

 
 
 
 

FELIPE DE LA MATA PIZAÑA 
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VOTO PARTICULAR QUE, CON FUNDAMENTO EN EL 

ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 187, DE LA LEY 

ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, 

EMITE EL MAGISTRADO FLAVIO GALVÁN RIVERA, 

RESPECTO DE LA SENTENCIA DICTADA EN EL JUICIO 

PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-

ELECTORALES DEL CIUDADANO IDENTIFICADO CON LA 

CLAVE SUP-JDC-357/2014. 

Porque no coincido con el criterio asumido por la mayoría 

de los Magistrados integrantes de esta Sala Superior, en el 

sentido de declarar fundado el concepto de agravio planteado 

por el actor en el juicio al rubro identificado, relativo a la omisión 

que atribuye a la Quincuagésima Novena Legislatura del 

Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, al no expedir o 

adecuar la normativa electoral del Estado, a fin de regular las 

candidaturas independientes, motivo por el cual la mayoría ha 

determinado ordenar al Instituto Electoral y de Participación 

Ciudadana de esa entidad federativa que  en el plazo 

improrrogable de tres días, escuche al ciudadano Luis Alberto 

Zavala Díaz, y en su caso, de cumplir los requisitos 

constitucionales correspondientes, acuerde la forma en que 

pueda ejercer su derecho a participar como candidato 

independiente en el procedimiento electoral en curso, formulo 

VOTO PARTICULAR. 
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En el caso que se resuelve, el actor, Luis Alberto Zavala 

Díaz, aduce que la Quincuagésima Novena Legislatura del 

Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza ha sido omisa 

en expedir la normativa correspondiente a las candidaturas 

independientes, no obstante que el nueve de agosto de dos mil 

doce fue publicado, en el Diario Oficial de la Federación, el 

Decreto por el cual el Poder Revisor Permanente reformó y 

adicionó el artículo 35, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, con lo cual estableció el derecho de 

solicitar y obtener el registro de candidatos, por la autoridad 

administrativa electoral correspondiente, tanto a favor de los 

postulados por los partidos políticos como de los candidatos 

propuestos por los ciudadanos, de manera independiente, 

siempre que cumplan los requisitos, condiciones y términos que 

disponga la legislación aplicable. 

En concepto del suscrito, el juicio para la protección de los 

derechos político-electorales del ciudadano que se resuelve, si 

bien es procedente, en cuanto al fondo de la litis planteada, 

debe ser resuelto en el sentido de declarar inoperantes los 

conceptos de agravio expresados por el enjuiciante y, en  

consecuencia, declarar infundada su pretensión, por las 

razones que a continuación expongo. 

1.- Cronología de reformas constitucionales 

1.1 Para este caso, es importante precisar la cronología de 

las reformas constitucionales que el Permanente Poder Revisor 
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de la Constitución ha llevado a cabo, desde el año dos mil siete 

hasta la fecha, en materia de candidaturas independientes. 

En el Decreto de reforma constitucional publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el trece de noviembre de dos mil 

siete, se estableció en el artículo 116, fracción IV, inciso e), el 

derecho exclusivo de los partidos políticos para postular 

candidatos en los procedimientos electorales locales, al tenor 

siguiente:   

 

Artículo 116:  

[…] 

De conformidad con las bases establecidas en esta 
Constitución y las leyes generales en la materia, las 
Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, 
garantizarán que: 

[…] 

IV. De conformidad con las bases establecidas en esta 
Constitución y las leyes generales en la materia, las 
Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, 
garantizarán que: 

e) Los partidos políticos sólo se constituyan por ciudadanos sin 
intervención de organizaciones gremiales, o con objeto social 
diferente y sin que haya afiliación corporativa. Asimismo tengan 
reconocido el derecho exclusivo para solicitar el registro de 
candidatos a cargos de elección popular, con excepción de lo 
dispuesto en el artículo 2°., apartado A, fracciones III y VII, de 
esta Constitución. 

[…] 
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1.2 Posteriormente, mediante Decreto por el que se 

reformaron y adicionaron diversas disposiciones, entre otros el 

artículo 35, fracción II,  de la Carta Magna, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación, el nueve de agosto dos mil 

doce, se reconoció el derecho de los ciudadanos para 

participar, como candidatos, en los procedimientos electorales 

de manera independiente a los partidos políticos, en los 

términos siguientes: 

Artículo 35. Son derechos del ciudadano: 

[…] 

II. Poder ser votado para todos los cargos de elección 
popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El 
derecho de solicitar el registro de candidatos ante la autoridad 
electoral corresponde a los partidos políticos así como a los 
ciudadanos que soliciten su registro de manera independiente y 
cumplan con los requisitos, condiciones y términos que 
determine la legislación; 

[…] 

 

Sin embargo, el texto del artículo 116, fracción IV, 

inciso e), reformado en dos mil siete quedó intocado, razón 

por la cual se generó en la teoría y en la práctica la 

discusión de si se mantenía o no, como derecho exclusivo 

de los partidos políticos, postular candidatos a cargos de 

elección popular. 

1.3 A fin de hacer congruente lo dispuesto por el Poder 

Revisor Permanente de la Constitución, en el mencionado 
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artículo 35, fracción II, mediante decreto de reforma 

constitucional publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

veintisiete de diciembre de dos mil trece, se modificó el artículo 

116, fracción IV, en su inciso e), y se adicionó el inciso o), de la 

Constitución federal, el cual quedó como se transcribe a 

continuación: 

Artículo 116:  

[…] 

 IV. Las Constituciones y leyes de los Estados en materia 
electoral garantizarán que: 

[…] 

 e) Los partidos políticos sólo se constituyan por 
ciudadanos sin intervención de organizaciones gremiales, o con 
objeto social diferente y sin que haya afiliación corporativa. 
Asimismo tengan reconocido el derecho para solicitar el 
registro de candidatos a cargos de elección popular, con 
excepción de lo dispuesto en el artículo 2°., apartado A, 
fracciones III y VII, de esta Constitución. 

[…] 

 o) Se fijen las bases y requisitos para que en las 
elecciones los ciudadanos soliciten su registro como candidatos 
para poder ser votados en forma independiente a todos los 
cargos de elección popular, en los términos del artículo 35 de 
esta Constitución. 

 

1.4 Finalmente, el diez de febrero de dos mil catorce, se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto de 

reformas a diversos artículos de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, entre ellos, el numeral 116, fracción 

IV, inciso k), el cual quedó en los siguientes términos:  
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Artículo 116. ... 

[...] 

IV. De conformidad con las bases establecidas en esta 
Constitución y las leyes generales en la materia, las 
Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, 
garantizarán que: 

[...] 

k) Se regule el régimen aplicable a la postulación, registro, 
derechos y obligaciones de los candidatos independientes, 
garantizando su derecho al financiamiento público y al 
acceso a la radio y la televisión en los términos 
establecidos en esta Constitución y en las leyes 
correspondientes; 

[...] 

2.- Impedimento temporal de las legislaturas locales 

para legislar en materia de candidaturas independientes 

En el caso que se resuelve, se debe tener presente que el 

diez de febrero de dos mil catorce fue publicado, en el Diario 

Oficial de la Federación, el Decreto por el que se reforman, 

adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia política-

electoral, conforme al cual se reformó, entre otros, el inciso k) 

de la fracción IV del artículo 116, de la Ley de Leyes, para 

quedar como se precisó en el apartado anterior. 

Asimismo, en los artículos transitorios primero, segundo y 

cuarto, del mencionado Decreto de reforma constitucional, se 

estableció lo siguiente: 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
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Federación, sin perjuicio de lo dispuesto en los transitorios 

siguientes. 

SEGUNDO.- El Congreso de la Unión deberá expedir 

las normas previstas en el inciso a) de la fracción XXI, y en 

la fracción XXIX-U del artículo 73 de esta Constitución, a 

más tardar el 30 de abril de 2014. Dichas normas 

establecerán, al menos, lo siguiente: 

I. La ley general que regule los partidos políticos 

nacionales y locales: 

[…] 

II. La ley general que regule los procedimientos 

electorales: 

[…] 

III. La ley general en materia de delitos electorales 

establecerá los tipos penales, sus sanciones, la 

distribución de competencias y las formas de coordinación 

entre la Federación y las entidades federativas. 

[…] 

CUARTO.- Las adiciones, reformas y derogaciones que 

se hacen a los artículos 35; 41; 54; 55; 99; 105 fracción II 

inciso f); 110 y 111 por lo que hace a la denominación del 

Instituto Nacional Electoral, y 116, fracción IV, de esta 

Constitución, entrarán en vigor en la misma fecha en que lo 

hagan las normas a que se refiere el Transitorio Segundo 

anterior, sin perjuicio de lo previsto en el transitorio Quinto 

siguiente. 

La adición del cuarto párrafo a la base I del artículo 41 de 

esta Constitución, relativa al porcentaje de votación necesaria 
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para que los partidos políticos conserven su registro, entrará en 

vigor al día siguiente de la publicación del presente Decreto. 

Las reformas a que se refiere el primer párrafo del 

presente transitorio, respecto de entidades federativas que 

tengan procesos electorales en 2014, entrarán en vigor una 

vez que hayan concluido dichos procesos. 

[…] 

De la normativa trasunta se advierte que el Poder Revisor 

Permanente de la Constitución determinó que, conforme a lo 

establecido en la misma Ley Suprema de la Federación, las 

Constituciones y leyes de los Estados de la República, en 

materia electoral, deben garantizar, entre otros aspectos, el 

régimen jurídico aplicable a los candidatos independientes a 

cargos de elección popular, conforme a los lineamientos 

establecidos en la misma Carta Magna reformada. 

Asimismo, se estableció el deber del Congreso de la Unión 

de expedir: 

I. La ley general que regule los partidos políticos 

nacionales y locales; 

II. La ley general que regule los procedimientos 

electorales, y 

III. La ley general que, en materia de delitos electorales, 

establezca los tipos penales, sus sanciones, la distribución de 

competencias y las formas de coordinación entre la Federación 

y las entidades federativas. 
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Con relación a lo anterior, el Poder Revisor Permanente de 

la Constitución también determinó que las reformas, adiciones y 

derogaciones a los preceptos que se precisan en el artículo 

cuarto transitorio “entrarán en vigor en la misma fecha en que lo 

hagan las normas a que se refiere el Transitorio Segundo 

anterior”, es decir, las tres leyes generales mencionadas, que al 

efecto se expidan. 

En este orden de ideas, para el suscrito, es evidente que si 

bien el aludido Decreto de reformas constitucionales, en 

términos del artículo transitorio primero, entró en vigor el once 

de febrero de dos mil catorce, es decir, al día siguiente  de su 

publicación oficial, por lo que se refiere en particular a las 

reformas del artículo 116, fracción IV, de la Carta Magna, 

conforme a lo dispuesto expresamente en el párrafo primero del 

artículo transitorio cuarto, del citado Decreto reformador, su 

inicio de vigencia está supeditado al de las mencionadas tres 

leyes generales que deben ser expedidas, en materia de 

partidos políticos, procedimientos  electorales y delitos 

electorales. 

Por ende, es mi convicción que, en tanto no se expidan y 

entren en vigor las leyes generales a que se ha hecho 

referencia, las Legislaturas de los Congresos de las entidades 

federativas no pueden ejercer sus facultades para legislar, 

sobre el derecho de los ciudadanos para solicitar y obtener su 

registro como candidatos independientes a cargos de elección 

popular. 
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3.- Interpretación sistemática del artículo 35, fracción II, 

de la Constitución federal 

En términos del diverso Decreto de reformas y adiciones a 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el nueve de 

agosto de dos mil doce, en vigor a partir del día siguiente de su 

publicación oficial, se estableció en la fracción II del artículo 35, 

lo siguiente: 

Artículo 35. Son derechos del ciudadano: 

[...] 

II. Poder ser votado para todos los cargos de elección 
popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El 
derecho de solicitar el registro de candidatos ante la 
autoridad electoral corresponde a los partidos políticos así 
como a los ciudadanos que soliciten su registro de manera 
independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y 
términos que determine la legislación; 

[...] 

En el artículo tercero transitorio de ese Decreto de 

reformas constitucionales se estableció el deber, de los 

Congresos de los Estados y de la Asamblea Legislativa del 

Distrito Federal, de realizar las adecuaciones necesarias, en la 

legislación local correspondiente, dentro de un plazo no mayor 

a un año, contado a partir de la entrada en vigor del citado 

Decreto. 

Ahora bien, en el caso que se resuelve, se debe tomar en 

consideración que no obstante que el Congreso del Estado de 

Coahuila de Zaragoza no expidió la legislación ordinaria en la 

que se estableciera el régimen aplicable a las candidaturas 
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independientes, dentro del plazo de un año, según lo previsto 

en el artículo tercero transitorio del Decreto de nueve de agosto 

de dos mil doce, lo cierto es que, a pesar de que incurrió en 

incumplimiento de lo ordenado constitucionalmente, a la fecha 

en que se dicta sentencia, en el juicio al rubro identificado, 

resulta evidente que se ha dado un cambio de situación jurídica, 

en el sistema electoral mexicano. 

Esto es así, debido a que se ha dado un cambio 

fundamental en el sistema normativo constitucional mexicano, 

especialmente en materia electoral, con la expedición del 

Decreto de reformas a la Constitución federal, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el diez de febrero de dos mil 

catorce, por el cual el Poder Revisor Permanente de la 

Constitución reformó y adicionó diversas disposiciones de la 

Ley Suprema de la Federación, en específico en materia 

político-electoral. 

Conforme al mencionado Decreto reformador, los artículos 

41 y 116, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en su parte conducente, quedaron al tenor 

siguiente: 

Artículo 41. ... 

... 

I. Los partidos políticos son entidades de interés público; 

la ley determinará las normas y requisitos para su registro legal, 

las formas específicas de su intervención en el proceso 
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electoral y los derechos, obligaciones y prerrogativas que les 

corresponden. 

Los partidos políticos tienen como fin promover la 

participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la 

integración de los órganos de representación política y como 

organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de 

éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los 

programas, principios e ideas que postulan y mediante el 

sufragio universal, libre, secreto y directo, así como las reglas 

para garantizar la paridad entre los géneros, en candidaturas a 

legisladores federales y locales. Sólo los ciudadanos podrán 

formar partidos políticos y afiliarse libre e individualmente a 

ellos; por tanto, quedan prohibidas la intervención de 

organizaciones gremiales o con objeto social diferente en la 

creación de partidos y cualquier forma de afiliación corporativa. 

... 

Los partidos políticos nacionales tendrán derecho a 

participar en las elecciones de las entidades federativas y 

municipales. El partido político nacional que no obtenga, al 

menos, el tres por ciento del total de la votación válida emitida 

en cualquiera de las elecciones que se celebren para la 

renovación del Poder Ejecutivo o de las Cámaras del Congreso 

de la Unión, le será cancelado el registro. 

II. ... 

... 

a) a c) ... 

La ley fijará los límites a las erogaciones en los procesos 

internos de selección de candidatos y en las campañas 

electorales. La propia ley establecerá el monto máximo que 

tendrán las aportaciones de sus militantes y simpatizantes; 
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ordenará los procedimientos para el control, fiscalización 

oportuna y vigilancia, durante la campaña, del origen y uso de 

todos los recursos con que cuenten; asimismo, dispondrá las 

sanciones que deban imponerse por el incumplimiento de estas 

disposiciones. 

... 

III. Los partidos políticos nacionales tendrán derecho al 

uso de manera permanente de los medios de comunicación 

social. Los candidatos independientes tendrán derecho de 

acceso a prerrogativas para las campañas electorales en 

los términos que establezca la ley. 

Apartado A. El Instituto Nacional Electoral será 

autoridad única para la administración del tiempo que 

corresponda al Estado en radio y televisión destinado a sus 

propios fines y al ejercicio del derecho de los partidos políticos 

nacionales, de acuerdo con lo siguiente y a lo que establezcan 

las leyes: 

a) A partir del inicio de las precampañas y hasta el 

día de la jornada electoral quedarán a disposición del Instituto 

Nacional Electoral cuarenta y ocho minutos diarios, que serán 

distribuidos en dos y hasta tres minutos por cada hora de 

transmisión en cada estación de radio y canal de televisión, en 

el horario referido en el inciso d) de este apartado. En el 

período comprendido entre el fin de las precampañas y el inicio 

de las campañas, el cincuenta por ciento de los tiempos en 

radio y televisión se destinará a los fines propios de las 

autoridades electorales, y el resto a la difusión de mensajes 

genéricos de los partidos políticos, conforme a lo que 

establezca la ley; 

b) ... 
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c) Durante las campañas electorales deberá 

destinarse para cubrir el derecho de los partidos políticos y los 

candidatos al menos el ochenta y cinco por ciento del tiempo 

total disponible a que se refiere el inciso a) de este apartado; 

d) ... 

e) El tiempo establecido como derecho de los 

partidos políticos y, en su caso, de los candidatos 

independientes, se distribuirá entre los mismos conforme a lo 

siguiente: el setenta por ciento será distribuido entre los 

partidos políticos de acuerdo a los resultados de la elección 

para diputados federales inmediata anterior y el treinta por 

ciento restante será dividido en partes iguales, de las cuales, 

hasta una de ellas podrá ser asignada a los candidatos 

independientes en su conjunto; 

f) ... 

g) Con independencia de lo dispuesto en los 

apartados A y B de esta base y fuera de los períodos de 

precampañas y campañas electorales federales, al Instituto 

Nacional Electoral le será asignado hasta el doce por ciento del 

tiempo total de que el Estado disponga en radio y televisión, 

conforme a las leyes y bajo cualquier modalidad; del total 

asignado, el Instituto distribuirá entre los partidos políticos 

nacionales en forma igualitaria un cincuenta por ciento; el 

tiempo restante lo utilizará para fines propios o de otras 

autoridades electorales, tanto federales como de las entidades 

federativas. Cada partido político nacional utilizará el tiempo 

que por este concepto le corresponda en los formatos que 

establezca la ley. En todo caso, las transmisiones a que se 

refiere este inciso se harán en el horario que determine el 

Instituto conforme a lo señalado en el inciso d) del presente 

Apartado. En situaciones especiales, el Instituto podrá disponer 
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de los tiempos correspondientes a mensajes partidistas a favor 

de un partido político, cuando así se justifique. 

Los partidos políticos y los candidatos en ningún 

momento podrán contratar o adquirir, por sí o por terceras 

personas, tiempos en cualquier modalidad de radio y televisión. 

... 

... 

Apartado B. Para fines electorales en las entidades 

federativas, el Instituto Nacional Electoral administrará los 

tiempos que correspondan al Estado en radio y televisión en las 

estaciones y canales de cobertura en la entidad de que se trate, 

conforme a lo siguiente y a lo que determine la ley: 

a) y b) ... 

c) La distribución de los tiempos entre los partidos 

políticos, incluyendo a los de registro local, y los candidatos 

independientes se realizará de acuerdo con los criterios 

señalados en el apartado A de esta base y lo que determine la 

legislación aplicable. 

Cuando a juicio del Instituto Nacional Electoral el tiempo 

total en radio y televisión a que se refieren este apartado y el 

anterior fuese insuficiente para sus propios fines, los de otras 

autoridades electorales o para los candidatos 

independientes, determinará lo conducente para cubrir el 

tiempo faltante, conforme a las facultades que la ley le confiera. 

Apartado C. En la propaganda política o electoral que 

difundan los partidos y candidatos deberán abstenerse de 

expresiones que calumnien a las personas. 

... 
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Apartado D. El Instituto Nacional Electoral, mediante 

procedimientos expeditos en los términos de la ley, investigará 

las infracciones a lo dispuesto en esta base e integrará el 

expediente para someterlo al conocimiento y resolución del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. En el 

procedimiento, el Instituto podrá imponer, entre otras medidas 

cautelares, la orden de suspender o cancelar de manera 

inmediata las transmisiones en radio y televisión, de 

conformidad con lo que disponga la ley. 

IV. La ley establecerá los requisitos y las formas de 

realización de los procesos de selección y postulación de 

candidatos a cargos de elección popular, así como las 

reglas para las precampañas y las campañas electorales. 

[…] 

Apartado C. En las entidades federativas las elecciones 

locales estarán a cargo de organismos públicos locales en los 

términos de esta Constitución, que ejercerán funciones en las 

siguientes materias: 

1. Derechos y el acceso a las prerrogativas de 

los candidatos y partidos políticos; 

2. Educación cívica; 

3. Preparación de la jornada electoral; 

4. Impresión de documentos y la producción de 

materiales electorales; 

5. Escrutinios y cómputos en los términos que 

señale la ley; 

6. Declaración de validez y el otorgamiento de 

constancias en las elecciones locales; 
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7. Cómputo de la elección del titular del poder 

ejecutivo; 

8. Resultados preliminares; encuestas o sondeos 

de opinión; observación electoral, y conteos rápidos, conforme 

a los lineamientos establecidos en el Apartado anterior; 

9. Organización, desarrollo, cómputo y declaración 

de resultados en los mecanismos de participación ciudadana 

que prevea la legislación local; 

10. Todas las no reservadas al Instituto Nacional 

Electoral, y 

11. Las que determine la ley. 

En los supuestos que establezca la ley y con la 

aprobación de una mayoría de cuando menos ocho votos del 

Consejo General, el Instituto Nacional Electoral podrá: 

a) Asumir directamente la realización de las 

actividades propias de la función electoral que corresponden a 

los órganos electorales locales; 

b) Delegar en dichos órganos electorales las 

atribuciones a que se refiere el inciso a) del Apartado B de esta 

Base, sin perjuicio de reasumir su ejercicio directo en cualquier 

momento, o 

c) Atraer a su conocimiento cualquier asunto de la 

competencia de los órganos electorales locales, cuando su 

trascendencia así lo amerite o para sentar un criterio de 

interpretación. 

Corresponde al Instituto Nacional Electoral designar y 

remover a los integrantes del órgano superior de dirección de 

los organismos públicos locales, en los términos de esta 

Constitución. 
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 […] 

Artículo 116. ... 

... 

I. ... 

II. ... 

Las Constituciones estatales deberán establecer la 

elección consecutiva de los diputados a las legislaturas de los 

Estados, hasta por cuatro periodos consecutivos. La 

postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por 

cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los 

hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su 

militancia antes de la mitad de su mandato. 

Las legislaturas de los Estados se integrarán con 

diputados electos, según los principios de mayoría relativa y de 

representación proporcional, en los términos que señalen sus 

leyes. En ningún caso, un partido político podrá contar con un 

número de diputados por ambos principios que representen un 

porcentaje del total de la legislatura que exceda en ocho puntos 

su porcentaje de votación emitida. Esta base no se aplicará al 

partido político que por sus triunfos en distritos uninominales 

obtenga un porcentaje de curules del total de la legislatura, 

superior a la suma del porcentaje de su votación emitida más el 

ocho por ciento. Asimismo, en la integración de la legislatura, el 

porcentaje de representación de un partido político no podrá ser 

menor al porcentaje de votación que hubiere recibido menos 

ocho puntos porcentuales. 

... 

... 

... 
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... 

... 

III. ... 

IV. De conformidad con las bases establecidas en esta 

Constitución y las leyes generales en la materia, las 

Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, 

garantizarán que: 

[…] 

k) Se regule el régimen aplicable a la 

postulación, registro, derechos y obligaciones de los 

candidatos independientes, garantizando su derecho al 

financiamiento público y al acceso a la radio y la televisión 

en los términos establecidos en esta Constitución y en las 

leyes correspondientes; 

[…] 

IX. Las Constituciones de los Estados garantizarán que 

las funciones de procuración de justicia se realicen con base en 

los principios de autonomía, eficiencia, imparcialidad, legalidad, 

objetividad, profesionalismo, responsabilidad y respeto a los 

derechos humanos. 

[…] 

Para el suscrito, es evidente que hasta el nueve de febrero 

de dos mil catorce, existía la omisión atribuida al Congreso del 

Estado de Coahuila, por no expedir la legislación ordinaria 

sobre candidaturas independientes, toda vez que el plazo para 

que las legislaturas de las entidades federativas llevaran a cabo 

las adecuaciones necesarias en la legislación secundaria, a fin 

de dar cumplimiento a lo ordenado por el Poder Revisor 
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Permanente de la Constitución, previsto en el artículo tercero 

transitorio del diverso Decreto de reformas publicado el nueve 

de agosto de dos mil doce, concluyó el diez de agosto de dos 

mil trece.  

No obstante, en mi concepto, la publicación oficial de diez 

de febrero de dos mil catorce, del Decreto por el que se 

modifican diversas disposiciones de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, en materia político-electoral, 

estableció una nueva situación jurídica y, por ende, un nuevo 

deber jurídico, con un nuevo plazo, tanto para el Congreso de la 

Unión, como para las legislaturas de los Estados de la 

República y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 

consistente en la expedición de la nueva normativa ordinaria, en 

la que se debe regular el nuevo sistema político-electoral 

mexicano, el cual abarca, entre otros aspectos, a las 

candidaturas independientes para la elección de quienes han 

de ocupar los cargos de representación popular, pero en los 

términos de la nueva reforma constitucional. 

Para la mejor comprensión del tema es necesario tener 

presente que el artículo cuarto transitorio, del comentado 

Decreto publicado el diez de febrero de dos mil catorce, 

establece que las adiciones, reformas y derogaciones que se 

hacen a los artículos 35; 41; 54; 55; 99; 105, fracción II, inciso 

f); 110 y 111, por lo que hace a la denominación del Instituto 

Nacional Electoral, y 116, fracción IV, de la Constitución federal, 

entrarán en vigor en la misma fecha en que lo hagan las leyes 
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generales a que se refiere el artículo transitorio segundo del 

mismo Decreto de reformas constitucionales, sin perjuicio de lo 

previsto en el artículo transitorio Quinto del propio Decreto. 

En este orden de ideas, toda vez que a la fecha en que se 

resuelve el medio de impugnación, al rubro identificado, el 

Congreso de la Unión no ha expedido las leyes generales 

previstas en el citado artículo segundo transitorio, las cuales, en 

concepto del suscrito son indispensables e insoslayables para 

que los Congresos de las entidades puedan ejercer su facultad 

legislativa, a fin de expedir la nueva normativa electoral, en la 

que se deben ocupar de las candidaturas independientes, 

considero que tales Congresos tienen impedimento 

constitucional temporal para tal efecto; es insalvable que los 

Congresos locales deben esperar a que se publiquen y entren 

en vigor las nuevas leyes generales que al efecto expida el 

Congreso de la Unión, para estar en posibilidad jurídica, de 

expedir la legislación que contenga el régimen jurídico aplicable 

a la postulación, registro, derechos y obligaciones de los 

candidatos independientes, a cargos de representación popular, 

garantizando los legisladores locales el derecho de los 

candidatos independientes al financiamiento público y al acceso 

a la radio y televisión, en los términos establecidos en la 

Constitución federal y en las leyes generales correspondientes. 

Para el suscrito es evidente que lo previsto en el artículo 

35, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, que establece el derecho fundamental de los 
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ciudadanos a ser postulados como candidatos independientes, 

para ocupar cargos de representación popular, debe ser 

interpretado de manera sistemática con lo previsto en el nuevo 

texto de los artículos 41 y 116, fracción IV, inciso k), de la Carta 

Magna, en relación con los transitorios segundo y cuarto del 

mencionado Decreto publicado oficialmente el diez de febrero 

de dos mil catorce. 

En tal sentido, considero que, al no haber sido expedidas 

las leyes generales conforme a lo establecido por el artículo 

segundo transitorio del Decreto de reforma de diez de febrero 

de dos mil catorce, las entidades federativas se encuentran 

supeditadas a la emisión y entrada en vigor de las mismas, al 

ser el punto de partida para el inicio de vigencia del artículo 

116, fracción IV, a fin de estar en posibilidad jurídica de hacer 

las reformas, adiciones o modificaciones pertinentes, en las 

respectivas legislaciones locales. 

Por otra parte, para el suscrito, es fundamental tomar en 

consideración lo dispuesto en el último párrafo del artículo 

cuarto transitorio del Decreto de reformas publicado el diez de 

febrero de dos mil catorce, el cual establece que las reformas a 

que se refiere el primer párrafo del  mismo artículo cuarto 

transitorio, esto es, lo relativo a los artículos 35; 41; 54; 55; 99; 

105, fracción II, inciso f); 110 y 111 por lo que hace a la 

denominación del Instituto Nacional Electoral, y 116, fracción IV, 

de la misma Constitución, en las entidades federativas que 

tengan procedimientos electorales en el año dos mil catorce, 
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entrarán en vigor una vez que hayan concluido tales 

procedimientos electorales, lo que se actualiza en este 

particular, dado que en el Estado de Coahuila actualmente se 

está desarrollando el procedimiento electoral local ordinario dos 

mil trece-dos mil catorce (2013-2014), a fin de elegir a los 

integrantes del Congreso de esa entidad federativa. 

4.- Imposibilidad jurídica de expedir normas 

particularizadas de carácter reglamentario de naturaleza 

autónoma, en materia de candidaturas independientes, por 

reserva de ley. 

En mi concepto, no es conforme a Derecho ordenar al 

Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de 

Coahuila que acuerde la forma en que el ciudadano Luis Alberto 

Zavala Díaz pueda ejercer su derecho a participar como 

candidato independiente en el procedimiento electoral en curso, 

debido a que ello equivaldría que el Instituto citado, 

implícitamente, expidiera normas que reglamentaran de forma 

directa tanto la Constitución federal como local, en el tema de 

candidaturas independientes. 

Por tanto, ordenar, como se hace en la sentencia 

aprobada por la mayoría de los Magistrados integrantes de esta 

Sala Superior, que en el plazo improrrogable de tres días, el 

Instituto electoral local escuche, y en caso de considerar que el 

ciudadano actor cumple los requisitos para ser registrado, se le 

otorgue y se acuerde lo correspondiente para garantizar su 

participación en el procedimiento electoral local, esta 
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determinación es contraria a las disposiciones constitucionales 

que han quedado analizadas, porque ello equivaldría a que en 

cada acuerdo que se emitiera, se crearían normas jurídicas 

regulatorias de la candidatura independiente, lo cual es un 

auténtico ejercicio de la facultad reglamentaria. 

Además de que se estaría expidiendo normativa electoral ad 

hoc, prohibida en el artículo 13 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

Cabe recordar asimismo que la facultad reglamentaria 

consiste en la potestad atribuida por el ordenamiento jurídico 

legal, a determinados órganos de autoridad, para emitir 

reglamentos u otras normas jurídicas obligatorias, con valor 

subordinado a lo previsto en la ley reglamentada; así lo instruye 

un sistema jurídico que atiende a la regularidad constitucional 

de las leyes y a la regularidad legal de los reglamentos. 

El ejercicio de la facultad reglamentaria está sometido 

jurídicamente a limitantes, derivadas de lo que se conoce como 

el principio de reserva de ley y del diverso de subordinación 

jerárquica, este último obedece a la propia naturaleza de los 

reglamentos, en cuanto son disposiciones sometidas al 

ordenamiento legal que desarrollan, al tener por objeto su plena 

y eficaz aplicación. 

El principio de reserva de ley se presenta cuando una 

norma constitucional establece, de manera expresa, que sólo 

un ordenamiento con jerarquía de ley se puede y debe ocupar 
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de determinado objeto de regulación jurídica, motivo por el cual 

se excluye la posibilidad de que esa materia pueda ser objeto 

de regulación por disposiciones jurídicas de naturaleza distinta 

e inferior a la ley formal. 

El principio de reserva de ley está consagrado en los 

textos constitucionales que han quedado analizados, para 

definir el ámbito material, subjetivo, territorial y temporal, que 

corresponde a la propia Constitución federal, a la ley y a los 

reglamentos; por ende, ni la ley puede definir, en forma libre, su 

ámbito de actuación, regulando o dejando de regular 

determinadas materias, ni el reglamento puede normar todas 

las materias no previstas por la ley. El citado principio significa 

justamente que la norma constitucional prevé que la regulación 

de determinadas materias se ha de llevar a cabo, 

necesariamente, por la ley y eso se impone tanto al legislador 

ordinario como al titular de la potestad reglamentaria. 

En este orden de ideas, conforme al sistema jurídico 

mexicano, en la Constitución federal, como norma suprema, se 

sustenta la validez de la legislación secundaria y de las normas 

reglamentarias, por lo que, como se ha precisado, al no haber 

sido expedidas, al momento de dictar sentencia en el juicio que se 

resuelve, las leyes generales aludidas, los Congresos de los 

Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal no están 

facultado aún para legislar en las materias precisadas en el 

Decreto de reformas constitucionales publicado el diez de febrero 

de dos mil catorce y, por tanto e incluso a mayoría de razón, no 
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existe la posibilidad jurídica de emitir normas reglamentarias al 

respecto. 

Lo anterior ni aún en el supuesto de que el legislador 

abdique de su facultad de legislar, como sucedió en el Estado de 

Zacatecas, donde el seis de octubre de dos mil doce, fue 

publicada la Ley Electoral del Estado, en la que la LXI 

Legislatura del Congreso del Estado incorporó en la legislación 

local, en sólo tres artículos (17, 18 y 19), la comentada 

institución político-electoral de las candidaturas independientes. 

Con ello, al ser deficiente e insuficiente la regulación 

llevada a cabo por los legisladores del Congreso del Estado de 

Zacatecas, en materia de candidaturas independientes, se 

delegó implícitamente al Instituto Electoral y de Participación 

Ciudadana del Estado la facultad de reglamentar los aspectos 

que no fueron regulados en la Ley Electoral, lo que a juicio del 

suscrito es contrario a la Constitución federal. 

5.- Se impone al Instituto Electoral y de Participación 

Ciudadana del Estado una carga contraria a Derecho y sin 

respetar su garantía de audiencia 

En opinión del suscrito, la determinación asumida por la 

mayoría de los Magistrados integrantes de esta Sala Superior, por 

la que se ordena al Instituto Electoral y de Participación 

Ciudadana del Estado de Coahuila, en el plazo improrrogable de 

tres días, escuche al ciudadano Luis Alberto Zavala Díaz, y en 

su caso, de cumplir los requisitos constitucionales 
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correspondientes, acuerde la forma en que pueda ejercer su 

derecho a participar como candidato independiente en el 

procedimiento electoral en curso, tampoco es apegada a 

Derecho, por no respetar su derecho constitucional de ser oído y 

vencido en juicio (derecho de audiencia). 

A juicio del suscrito, antes de condenar al Instituto Electoral 

y de Participación Ciudadana del Estado de Coahuila, se le debió 

llamar a juicio y concederle la posibilidad de conocer la 

controversia planteada y de asumir una posición jurídica, en todo 

lo que concierne a su naturaleza jurídica, funciones y 

responsabilidades; sin embargo, en términos de la decisión de la 

mayoría de los integrantes de la Sala Superior, sin tener el 

Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de 

Coahuila la calidad jurídica de autoridad responsable, en el juicio 

que se resuelve, y sin haberlo llamado, para ejercer su derecho de 

audiencia, se le condena y se le impone la carga de legislar, a fin 

de que, en su caso, acuerde la forma en que el ciudadano actor 

pueda ejercer su derecho a participar como candidato 

independiente en el procedimiento electoral en curso, lo que, en 

opinión del suscrito, no sólo carecería de fundamento 

constitucional y legal, sino que serían contrarios a los preceptos 

constitucionales que han quedado analizados. 

6.- Violación al principio de certeza 

En concepto del suscrito, también se debe tener en cuenta 

que en el Estado de Coahuila se está desarrollando actualmente 

el procedimiento electoral ordinario local dos mil trece-dos mil 
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catorce (2013-2014) para la elección de los diputados al Congreso 

del Estado, el cual inició el primero de noviembre de dos mil 

trece, cuyo periodo de precampaña transcurrió del catorce de 

febrero al dos de marzo de dos mil catorce, estando en este 

momento en desarrollo la fase de intercampañas, con la 

precisión de que el registro de candidatos iniciará el próximo 

lunes diecinueve de mayo para concluir el próximo jueves 

veintidós de mayo. 

En este orden de ideas, también es contraria a Derecho la 

determinación asumida por la mayoría de los Magistrados 

integrantes de esta Sala Superior, toda vez, que conforme a lo 

previsto en el artículo 105, fracción II, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, “Las leyes electorales federal y 

locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa 

días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a 

aplicarse, y durante el mismo no podrá haber modificaciones 

legales fundamentales”, lo que se debe entender aplicable a todo 

órgano administrativo de autoridad con facultad normativa 

reglamentaria en la materia, dado que no se puede cambiar en 

este momento el sistema normativo electoral en el Estado de 

Coahuila, porque lo contrario traería como consecuencia la 

violación al principio de certeza y de seguridad jurídica, como ha 

sido expuesto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 

emitir la tesis de jurisprudencia identificada con la clave P./J. 

98/2006, consultable a foja mil quinientas sesenta y cuatro, del 

Tomo XXIV, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
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correspondiente al mes de agosto de dos mil seis, cuyo y rubro y 

texto es como sigue: 

CERTEZA EN MATERIA ELECTORAL. EXCEPCIÓN 
AL PRINCIPIO RELATIVO EN RELACIÓN CON LA 
MODIFICACIÓN A LAS LEYES QUE RIGEN EL PROCESO 
UNA VEZ QUE HA INICIADO.- El principio de certeza en 
materia electoral contenido en el artículo 41, fracción III, primer 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, consiste en que al iniciar el proceso electoral los 
participantes conozcan las reglas fundamentales que integrarán 
el marco legal del procedimiento que permitirá a los ciudadanos 
acceder al ejercicio del poder público, con la seguridad de que 
previamente tanto los partidos políticos como las minorías 
parlamentarias, e incluso el Procurador General de la 
República, tuvieron la oportunidad de inconformarse con las 
modificaciones legislativas de último momento, las cuales 
podrían haber trastocado alguno de los derechos que por 
disposición constitucional asisten a los mencionados institutos 
políticos, a sus candidatos o a los mismos electores. Sin 
embargo, el mencionado principio tiene como excepciones: a) 
que las citadas modificaciones legislativas no sean de 
naturaleza trascendental para el proceso electoral, pues si su 
carácter es accesorio o de aplicación contingente, la falta de 
cumplimiento del requisito formal de su promulgación y 
publicación sin mediar el plazo de 90 días a que alude el 
artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo, de la Constitución 
Federal no producirá su invalidez, pues aun en el supuesto de 
que rompieran con la regularidad constitucional por diversos 
motivos, su reparación bien podría ordenarse sin dañar alguno 
de los actos esenciales del proceso electoral, aunque éste ya 
hubiera comenzado; y b) si la modificación a las leyes 
electorales se hace indispensable por una declaración de 
invalidez que hubiese hecho la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, y ya haya iniciado el proceso electoral, pues en tal caso 
la creación de nuevas normas tiene como sustento posteriores 
circunstancias fácticas que demandan la generación de 
disposiciones jurídicas complementarias, o la reforma de las 
existentes, para garantizar el pleno ejercicio de los derechos 
políticos de los participantes, pues sería igualmente ilógico que 
por la exigencia de un requisito formal, el trabajo parlamentario 
quedara inmovilizado cuando los propios acontecimientos 
exigen su intervención, siempre que se atiendan y preserven los 
principios rectores de la materia electoral. 
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Aunado a lo anterior, ante lo avanzado del procedimiento 

electoral en el Estado de Coahuila como se advierte en el cuadro 

que se inserta, en opinión del suscrito, sin ello constituya una 

afirmación, se podría causar violación al principio de equidad en 

las elecciones, en agravio de los ciudadanos que buscaran ser 

postulados como candidatos independientes, toda vez que a la 

fecha en que se resuelve el medio de impugnación, al rubro 

identificado, ha concluido la etapa de precampaña, y de que el 

plazo para el registro de candidatos inicia el próximo lunes 

diecinueve para concluir el jueves veintidós, ambas fechas del 

mes de mayo de dos mil catorce. 

ETAPA 
FECHA 

Inicio del procedimiento 
electoral para la elección de 

diputados locales 

Primero de noviembre de dos 
mil trece 

Precampañas 
Del catorce de febrero al dos 

de marzo de dos mil catorce 

Registro de candidatos 
Del diecinueve al veintidós 

de mayo de dos mil catorce 

Campañas electorales 
Del veintinueve de mayo al 

dos de julio de dos mil catorce 

Jornada electoral 
Seis de julio de dos mil 

catorce 

7.- Prevalencia del derecho de la colectividad sobre el 

derecho del enjuiciante 

Al caso, se debe tener en cuenta que el deber de proteger el 

derecho del actor no se puede hacer en agravio del derecho de la 

colectividad respecto de la certeza y seguridad jurídica que debe 
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regir la actuación del Estado, conforme a la ley vigente antes del 

inicio del procedimiento electoral. 

8.- Incidencia de la ejecutoria en el procedimiento 

electoral en el Estado de Coahuila 

Lo ordenado en la sentencia emitida por la mayoría de los 

Magistrados integrantes de la Sala Superior incide de manera 

inmediata y directa en el desarrollo del procedimiento electoral en 

el Estado de Coahuila, dado que establece un nuevo sistema 

electoral al incluir la institución jurídica de las candidaturas 

independientes. 

9.- Una reflexión obiter dicta: necesidad de instituir un 

Tribunal Constitucional 

Finalmente es pertinente destacar que a juicio del 

suscrito, la problemática existente en este caso hace evidente 

la necesidad de instituir un Tribunal Constitucional, como ha 

sido postulado en la Teoría General del Derecho y previsto en 

la legislación de muchos Estados del planeta, el cual, con 

independencia de su denominación, pueda llevar a cabo el 

control jurisdiccional de reformas constitucionales, tanto en 

cuanto al procedimiento legislativo de reforma como respecto 

del fondo de las reformas, es decir, por violaciones en el 

procedimiento legislativo de reforma o por vulneración del texto 

y sentido original de la Constitución. 

Al respecto Maurice Hauriou, en su obra intitulada 

Principios de Derecho Público y Constitucional, traducido por 
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Carlos Ruiz del Castillo, segunda edición, Instituto Editorial 

Reus, Madrid, España, en la página trescientas treinta y cuatro, 

sostiene lo siguiente:  

Aún vamos más lejos: la ley constitucional misma no 

debe escapar al control del juez; hay ocasiones en que el 

control podría ejercerse sobre ella. Por ejemplo, en el caso de 

que la Constitución se haya revisado irregularmente, sin 

observar el procedimiento formal, o bien, en cuanto al fondo, en 

el caso de que la enmienda constitucional está en contradicción 

con esta legitimidad constitucional de que hemos hablado 

(supra, pág. 304), que es superior a la superlegalidad misma, 

porque ésta se compone de principios, y los principios son 

siempre superiores a los textos (V. infra, la historia de la 

enmienda XVIII de la Constitución federal americana sobre la 

prohibición del alcohol).  

 

En similares términos cabe citar la tesis del profesor 

italiano Paolo Barile, secundado por Constantino Mortati, 

citados por el jurista mexicano Mario de la Cueva, en su libro 

Teoría de la Constitución, segunda edición, Editorial Porrúa, 

México, 2008, a foja ciento sesenta y dos, en el sentido de que: 

“El control de constitucionalidad de que disfruta la corte constitucional se 

extiende a las normas emanadas del poder reformador”, de la 

Constitución. 

Para el citado autor, profesor de la Universidad de 

Florencia, el procedimiento de creación de la Constitución no 
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puede estar sujeto a control jurisdiccional o político alguno; sin 

embargo, el procedimiento y función de reforma sí puede 

estarlo, no sólo desde el punto de vista de las formalidades que 

se deben observar en el procedimiento per se, sino también 

porque el órgano reformador, que actúa dentro de este 

procedimiento, no puede actuar con un fin diverso de aquel 

para el que fue establecido, el cual consiste en perfeccionar, 

completar y adaptar el mundo del deber ser a la exigencia del 

mundo del ser; de ahí que esta corriente italiana sí considere la 

posibilidad del control jurisdiccional de la constitucionalidad de 

los actos del poder reformador de la Constitución, tanto en el 

aspecto procedimental como en los límites substanciales de su 

actividad reformadora sustantiva. 

Sin embargo, se debe advertir que si bien los teóricos han 

señalado que existe la posibilidad de que los tribunales 

constitucionales hagan control de constitucionalidad de las 

reformas constitucionales, son coincidentes en que ese control 

se puede hacer única y exclusivamente cuando está 

expresamente prevista esa facultad en la misma Constitución, 

siempre que exista el órgano jurisdiccional investido de la 

correlativa facultad de control de constitucionalidad de las 

reformas constitucionales.  

Para el suscrito, es tiempo ya, urge, es necesario, que en 

el Derecho Mexicano esté prevista expresamente la posibilidad 

de hacer control de constitucionalidad o de convencionalidad de 
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las normas constitucionales emanadas del Poder Revisor 

Permanente de la Constituc 

ión Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

10.- Conclusión 

Por las razones anotadas, considero que conforme a 

Derecho en el juicio para la protección de los derechos político-

electorales del ciudadano identificado al rubro, promovido por 

Luis Alberto Zavala Díaz, lo procedente es calificar como 

inoperantes los conceptos de agravio expresados por el 

enjuiciante y declarar infundada su pretensión. 

   

Por lo expuesto y fundado, emito el presente VOTO 

PARTICULAR. 

MAGISTRADO 

 

FLAVIO GALVÁN RIVERA  

 

VOTO PARTICULAR QUE, CON FUNDAMENTO EN LOS 
ARTÍCULOS 187, ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA LEY 
ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y 
5° DEL REGLAMENTO INTERNO DEL TRIBUNAL 
ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN,  
EMITEN LOS MAGISTRADOS ALEJANDRO LUNA RAMOS Y 
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PEDRO ESTEBAN PENAGOS LÓPEZ, EN EL JUICIO PARA 
LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-
ELECTORALES DEL CIUDADANO SUP-JDC-357/2014.  
 
Disentimos con el sentido de la resolución adoptada por la 

mayoría de los integrantes de esta Sala Superior, que ordena al 

Consejo General del Instituto Electoral y de Participación 

Ciudadana de Coahuila que dentro del plazo improrrogable de 

tres días, contados a partir de la fecha de la notificación de la 

presente ejecutoria, escuche al ciudadano Luis Alberto Zavala 

Díaz, y de reunir los requisitos constitucionales 

correspondientes, con fundamento en el artículo 19 de la 

Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, 

acuerde la forma en que el ciudadano actor en este juicio pueda 

ejercer su derecho a participar como candidato independiente 

en el proceso electoral en curso. 

 

Lo anterior, porque en nuestro concepto, el juicio debe 

sobreseerse, dado que en el presente caso existe una 

imposibilidad material para hacer efectivo el ejercicio del 

derecho del actor a postularse como candidato independiente, 

en virtud de lo avanzado del actual proceso electoral local. 

 

Máxime si se toma en cuenta, que el registro de candidatos es 

del diecinueve al veintidós del presente mes y año, y no existe 

regulación respecto a los requisitos que deben satisfacer los 

candidatos independientes; porque no fueron emitidos en el 

plazo de un año previsto en el artículo tercero transitorio de la 
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reforma constitucional, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación, el nueve de agosto de dos mil doce. 

 

Máxime si consideramos que, de conformidad con lo previsto en 

el artículo 105, fracción II de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; el proceso electoral debe llevarse a 

cabo con un cuerpo normativo cerrado desde su inicio. 

 

Y en el caso, ni el Congreso estatal ni el instituto electoral local, 

emitieron las normas generales con la oportunidad debida, para 

regular los requisitos y términos para el ejercicio del derecho a 

ser votado a través de candidaturas independientes. 

 

De manera que, la regulación atinente no puede instrumentarse 

en este momento, por trastocar el desarrollo del proceso 

electoral y por la proximidad de la fecha de registro de 

candidaturas. 

 

Por lo que, obligar en este momento al instituto electoral local a 

que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 de la 

Constitución local, regule el derecho constitucional de 

candidaturas independientes, sería contrario a los principios de 

certeza y equidad que deben prevalecer en el proceso electoral 

en curso. 

 

Además, un elemento esencial de la adecuación normativa que 

debía realizarse en su caso, a través de un acuerdo general, 
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debería permitir la participación abierta y directa de todos los 

ciudadanos que pretendan contender como candidatos 

independientes y no sólo al actor en este juicio, porque ello 

implica emitir reglas especiales para el ejercicio personal de ese 

derecho.  

 

Esto es así, porque el artículo 19 de la Constitución de 

Coahuila, establece lo siguiente:  

 

“Artículo 19.- Son derechos de los ciudadanos coahuilenses: 
 
I. Votar y ser electos para los empleos y cargos públicos en 
la forma y términos que prescriban las leyes. 
 
(Adicionado mediante decreto No. 361, publicado el 17 de 
diciembre de 2013) 
 
El derecho de solicitar el registro de candidatos a cargos de 
elección popular ante la autoridad electoral corresponde a los 
partidos políticos así como a los ciudadanos que soliciten su 
registro de manera independiente y cumplan con los 
requisitos, condiciones y términos que determine tanto esta 
Constitución, como la legislación electoral del Estado. 
 
(Adicionado mediante decreto No. 361, publicado el 17 de 
diciembre de 2013) 
 
Las candidaturas independientes se sujetarán a los 
requisitos, condiciones y términos que determine esta 
Constitución, la legislación electoral del Estado y los 
acuerdos de las autoridades electorales, en especial para 
garantizar la transparencia, legalidad y fiscalización en el 
origen y ejercicio de los recursos. En todo caso, las 
disposiciones relativas a los partidos políticos, en los 
procesos electorales, serán aplicables a las candidaturas 
independientes con las modalidades específicas que la ley 
señale. 
 
(…)”. 
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De la anterior disposición, se advierte que las candidaturas 

independientes se sujetarán a los requisitos, condiciones y 

términos que determinen la Constitución, la legislación electoral 

del Estado y los acuerdos de las autoridades electorales. 

 

Por lo que es claro, que se requiere de normas generales que 

regulen el derecho a postularse como candidato independiente, 

pues, incluso, la norma constitucional local, prevé que el 

instituto electoral debe emitir acuerdos de observancia general. 

 

Sin que esté constitucionalmente admitido emitir normas 

particulares, para que un solo individuo ejerza sus derechos; 

pues no es posible establecer leyes privadas para el ejercicio 

de un derecho constitucional de todos los ciudadanos. 

 

De manera que, ante la imposibilidad material de regular y 

hacer efectivo este derecho, dado la etapa en la que se 

encuentra el proceso electoral en curso, debe privilegiarse  el 

interés general sobre los intereses particulares, aun cuando se 

trate del ejercicio de un derecho fundamental, pues para ello es 

necesario que mediante reglas generales, se establezcan los 

requisitos para su ejercicio. 

 

Por ello, con todo y que compartimos la trascendencia de hacer 

efectivo el derecho a las candidaturas independientes; las 

particularidades del presente caso, son suficientes para estimar 
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que es de imposible instrumentación, en esta etapa del proceso 

electoral.  

 

Pues como ya se precisó, de conformidad con el calendario 

electoral aprobado por el Instituto Electoral del Estado de 

Coahuila, el registro de candidatos se llevara a cabo del 

diecinueve al veintidós de mayo del presente año. 

 

De manera que, no existe tiempo suficiente para que el instituto 

estatal electoral emita los lineamientos necesarios que hagan 

posible el ejercicio pleno del derecho a las candidaturas 

independientes bajo los parámetros establecidos en la 

constitución local. 

 

Sobre todo, porque no existe certeza respecto a los requisitos 

que se deben reunir para ser registrado como candidato 

independiente; los plazos para la obtención del respaldo 

ciudadano; los esquemas de financiamiento y fiscalización de 

los recursos de los candidatos independientes; así como el 

acceso a radio y televisión y los topes de gastos de campaña, 

por mencionar algunos de los temas que deberían regularse al 

efecto.  

 

Por lo anterior, dado que estamos a cuatro días del inicio del 

registro de candidaturas, no debe someterse al instituto 

electoral local a que establezca reglas particulares para la 
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participación como candidato independiente del ciudadano 

actor. 

 

Por ello, consideramos que en el presente caso, esta Sala 

Superior debe ponderar el contexto actual del proceso electoral 

del Estado de Coahuila, con el fin de emitir una sentencia que 

garantice la certeza jurídica en el desarrollo normal de las 

etapas que conforman el procedimiento comicial. 

 

Por estas razones, no compartimos el sentido del proyecto.  

 

Por tanto, en nuestro concepto, el presente asunto se debe 

sobreseer, ante la irreparabilidad de la violación alegada en 

virtud de lo avanzado del actual proceso electoral local. 

 

Tales son las razones que, con fundamento en los artículos 1°, 

41, párrafo 1, base VI, 99, 133 y 135 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con lo dispuesto 

en los artículos 9, párrafo 3; 19, párrafo 1, inciso b); 82 y 83 de 

la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral, debieron sustentar el sobreseimiento de la 

demanda de mérito. 
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MAGISTRADO PRESIDENTE 

 

JOSÉ ALEJANDRO LUNA RAMOS 

 

 

 

MAGISTRADO 

 

 

PEDRO ESTEBAN PENAGOS LÓPEZ 

 

 


